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En su edición 2026, El estado de la educación en América Latina y el 
Caribe, publicación bienal del Centro de Información para la Mejora de los 
Aprendizajes (CIMA), pone el foco en la dimensión territorial como un 
componente estructural para comprender el funcionamiento de los 
sistemas educativos y apoyar el diseño de políticas educativas más 
contextualizadas, focalizadas y basadas en evidencia. Desde esta 
perspectiva, el uso de datos educativos geolocalizados – el análisis 
geoespacial- permite incorporar el territorio al estudio de la educación 
para identificar dónde se concentran las barreras, cómo se distribuyen los 
recursos y qué condiciones locales influyen en el acceso, la permanencia y 
los aprendizajes.

En su primera parte, el informe ofrece una actualización del panorama 
regional educativo, basada en indicadores del portal de estadísticas 
educativas de CIMA. En esta edición, el análisis incorpora explícitamente la 
dimensión territorial mediante la comparación entre áreas urbanas y 
rurales, lo que permite visibilizar brechas persistentes en el acceso, la 
permanencia y los aprendizajes que los promedios nacionales tienden a 
ocultar.

La segunda parte del informe propone un marco analítico que concibe el 
territorio como expresión, contexto y determinante del fenómeno 
educativo, y se sintetizan avances conceptuales y empíricos de la literatura 
reciente sobre el uso de datos georreferenciados en educación, con énfasis 
en el análisis de accesibilidad. Asimismo, se presentan seis experiencias 
que ilustran aplicaciones concretas del análisis territorial para la 
planificación de la oferta educativa, la infraestructura, el transporte 
escolar, la conectividad y la gestión de riesgos climáticos en distintos 
contextos de la región.

En conjunto, el documento ofrece elementos analíticos y conceptuales 
para responsables de política educativa y equipos técnicos interesados en 
incorporar la perspectiva territorial en el diagnóstico y la gestión del 
sistema educativo, orientando la priorización de intervenciones e 
inversiones hacia decisiones más equitativas y basadas en evidencia.
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INTRODUCCIÓN
La incorporación del enfoque geoespa-
cial en el análisis educativo es fundamen-
tal para avanzar hacia políticas públicas 
más contextualizadas, focalizadas y sus-
tentadas en evidencia. Al integrar el com-
ponente espacial, es posible identificar 
con mayor precisión dónde se concen-
tran las barreras, cómo se estructuran los 
patrones de vulnerabilidad y exclusión, y 
qué poblaciones enfrentan condiciones 
más restrictivas de acceso, permanencia 
y aprendizaje. Este enfoque no solo per-
mite observar qué ocurre, sino también 
dónde ocurre y a quiénes afecta. Asimis-
mo, posibilita analizar la distribución des-
igual de recursos, servicios y resultados 
educativos en el territorio, revelando dis-
paridades que los promedios nacionales 
tienden a invisibilizar.

El Centro de Información para la Mejora de los 
Aprendizajes (CIMA), creado en 2017 por el Ban-
co Interamericano de Desarrollo (BID), ha im-
pulsado de manera sostenida iniciativas para 
fortalecer la calidad, cobertura, accesibilidad 
y usabilidad de los datos educativos en Amé-
rica Latina y el Caribe (ALC). Esta iniciativa in-
corporó recientemente la integración de datos 
geoespaciales, con la convicción de que esta 
dimensión amplía el alcance del análisis tradi-
cional y permite responder con mayor preci-
sión a preguntas clave para la planificación, la 
gestión y la política educativa en la región.

La tercera entrega de El estado de la edu-
cación en América Latina y el Caribe, publi-
cación bienal de CIMA, se enmarca en esta 
agenda y explora cómo el análisis geoespa-
cial puede contribuir a comprender mejor el 
sistema educativo y a orientar intervenciones 
más eficientes, equitativas y adaptadas a las 
necesidades territoriales.

En su primera parte, el informe ofrece – como 
en cada edición de El estado de la educación 
- una actualización integral del panorama 
educativo en la región, basada en indicadores 
del portal de estadísticas educativas CIMA. 
En esta edición, el análisis incorpora la mirada 
geográfica, a través de la comparación entre 
áreas urbanas y rurales. El análisis revela un 
sistema que ha logrado avances significativos 
en acceso, especialmente en la educación pri-
maria, pero que enfrenta desafíos persistentes 
para asegurar la continuidad y los aprendiza-
jes a lo largo de toda la trayectoria educativa. 
Aunque la inversión educativa ha aumenta-
do, continúa siendo insuficiente y está marca-
da por una alta heterogeneidad entre países 
y territorios. Las brechas territoriales emergen 
como un patrón recurrente: desde las diferen-
cias en el nivel educativo de los adultos hasta 
la infraestructura, la conectividad digital o la 
disponibilidad de docentes especializados, los 
estudiantes de zonas rurales enfrentan condi-
ciones sistemáticamente más adversas. Estas 
desigualdades se hacen más profundas a me-
dida que se avanza en el sistema educativo: la 
primaria se acerca a la universalización, pero 
la secundaria baja (primer ciclo de la educa-
ción secundaria) muestra caídas importantes 
en terminación, la secundaria alta (segundo 
ciclo) amplifica las brechas, y el acceso a la 
educación terciaria constituye el mayor cuello 
de botella. Los resultados de aprendizaje re-
flejan uno de los desafíos más críticos. La alta 
proporción de estudiantes que no alcanzan 
niveles mínimos de competencia muestra 
que el acceso no se traduce automáticamen-
te en aprendizajes significativos. Más aún, las 
brechas entre áreas rurales y urbanas en re-
sultados de aprendizaje suelen ser más pro-
fundas que las diferencias observadas en co-
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bertura, lo que indica que no basta con asistir 
a la escuela, sino también son determinantes 
las condiciones bajo las cuales se aprende. En 
conjunto, estos datos destacan que las opor-
tunidades educativas dependen también del 
territorio en el que se vive. Esta realidad su-
braya la necesidad de incorporar un enfoque 
territorial que permita comprender cómo se 
distribuyen las oportunidades, dónde se con-
centran las barreras y qué tipo de soluciones 
pueden diseñarse.

Este análisis se enmarca en un contexto re-
gional de rápida urbanización: hoy, alrededor 
del 80 % de la población de ALC reside en zo-
nas urbanas, aunque con ritmos y patrones 
muy distintos entre subregiones (Naciones 
Unidas, 2019). Si bien la urbanización ha am-
pliado oportunidades educativas y laborales, 
las desigualdades persisten y se ven reforza-
das por una creciente segregación espacial. 
Esto hace necesario superar la clásica dicoto-
mía rural–urbana y avanzar hacia una mirada 
territorial más fina, que capture la heteroge-
neidad dentro de las ciudades y entre ellas.

La segunda parte del informe profundiza pre-
cisamente en este aspecto. Se examina el 
aporte del análisis geoespacial y el uso de Sis-
temas de Información Geográfica (SIG) para 
el diagnóstico, la planificación y la toma de 
decisiones en educación. Se revisan sus prin-
cipales aportes (la conceptualización de la 
accesibilidad, sus usos más frecuentes y los 
avances de la literatura reciente) y se presen-
tan tres formas de integrar el territorio en el 
análisis educativo: como expresión de la orga-
nización espacial del sistema, como contexto 
que configura las condiciones de enseñanza 
y aprendizaje, y como factor asociado a dis-
tintos resultados educativos. Estas perspecti-
vas permiten pasar de una descripción está-
tica del mapa educativo a una comprensión 
más profunda de cómo el territorio estructura 
oportunidades, brechas y trayectorias. 

Finalmente, el informe presenta diversas ex-
periencias impulsadas por el BID que mues-
tran cómo el análisis geoespacial se está apli-
cando para resolver problemas concretos de 
política educativa. En El Salvador, se utilizaron 
modelos espaciales para planificar la expan-

sión de la educación media y orientar inver-
siones en infraestructura escolar. En Brasil, se 
desarrolló un tablero geoespacial que iden-
tifica vacíos de oferta y optimiza la localiza-
ción de nuevos centros educativos. Un análi-
sis regional del calor extremo combina datos 
climáticos y educativos para identificar la 
exposición, vulnerabilidad y riesgo de las co-
munidades escolares de ALC. Un estudio en 
Montevideo, Uruguay, analiza cómo la expo-
sición a lluvias intensas y las características 
de la infraestructura vial impactan en la asis-
tencia escolar de las escuelas primarias públi-
cas de la ciudad. En Manaos, Brasil, el análisis 
geoespacial integra datos educativos, demo-
gráficos, fluviales y climáticos para compren-
der cómo la geografía, la navegabilidad y la 
infraestructura condicionan el acceso escolar 
de comunidades ribereñas que dependen del 
transporte fluvial. Para planificar la conectivi-
dad educativa, se desarrolló una metodología 
de análisis geoespacial que permite identifi-
ca brechas reales de acceso y modela esce-
narios de conexión —incluyendo costos y via-
bilidad técnica— para orientar decisiones de 
inversión más eficientes y equitativas. En su 
conjunto, estos análisis demuestran que los 
datos geoespaciales no solo permiten enten-
der mejor la realidad educativa, sino también 
diseñar intervenciones más oportunas, equi-
tativas y eficientes, especialmente en un con-
texto regional marcado por el cambio climá-
tico, la segregación urbana y la persistente 
desigualdad territorial.
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PARTE I.
Panorama de la
educación en América  
Latina y el Caribe
El análisis del estado de la educación en ALC 
parte de la premisa de que un sistema educa-
tivo puede entenderse como un proceso en el 
que se movilizan insumos financieros y físicos 
para facilitar el acceso, la permanencia, la pro-
gresión, el aprendizaje y la graduación de los 
estudiantes. Para comprender mejor cómo se 
desempeñan los países de la región y detec-
tar oportunidades de mejora, es fundamen-
tal contar con información comparable. Con 
este propósito, CIMA reúne indicadores re-
gionales que cubren cinco dimensiones prin-
cipales: recursos financieros, recursos físicos, 
cobertura, eficacia y aprendizajes (ver figura 
1). Estos indicadores se construyen utilizando 
diversas fuentes de información, incluyendo 
encuestas de hogares a nivel nacional y re-
sultados de pruebas internacionales. Entre 
estas se encuentran el Programa para la Eva-
luación Internacional de Alumnos (PISA) de la 
Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económico (OCDE) y el Estudio Regio-
nal Comparativo y Explicativo del Laboratorio 
Latinoamericano de Evaluación de la Calidad 
de la Educación (ERCE), así como los datos 
más recientes del Instituto de Estadística de 
la UNESCO (UIS). Para analizar desigualdades 
educativas, se presentan además los indica-
dores desagregados por características de los 
estudiantes, como nivel socioeconómico, gé-
nero o ubicación geográfica. 

Estas dimensiones permiten caracterizar de 
manera integral el desempeño educativo de 
la región, un insumo clave para orientar las 
operaciones, el diálogo político y la genera-
ción de conocimiento del BID. En el Marco 
temático para el desarrollo de habilidades 
2025–2030 (BID, forthcoming) se definieron 
tres pilares estratégicos para enfrentar los de-
safíos de la región:

1. 1. Fortalecer la capacidad institucional y 
las políticas de todo el sistema. 

1. 2. Promover trayectorias de aprendizaje 
continuo a lo largo del ciclo de vida. 

1. 3. Aumentar la calidad y la relevancia del 
aprendizaje.

Las cinco dimensiones de información recopi-
ladas por el BID se articulan directamente con 
estos pilares: los recursos financieros y físicos 
respaldan el fortalecimiento institucional; los 
indicadores de cobertura y eficacia permiten 
seguir las trayectorias educativas; y los resul-
tados de aprendizaje, junto con los recursos 
digitales, sustentan los esfuerzos por elevar la 
calidad y la pertinencia de la educación. 

¿Qué nos muestran los datos? El panorama 
educativo de ALC muestra un sistema que 
ha avanzado, pero que todavía opera sobre 
bases frágiles y marcadas por desigualdades 
persistentes. El nivel educativo de la pobla-
ción adulta (que refleja el resultado acumula-
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Fuente: Elaboración propia.

do de las políticas y oportunidades educativas 
de décadas pasadas) ofrece una señal clara 
de estas limitaciones estructurales. La mitad 
de los adultos de entre 25 y 64 años (50%) no 
ha completado la educación secundaria alta, 
un nivel considerado mínimo en las econo-
mías contemporáneas. Este “techo educativo 
bajo” condiciona las oportunidades laborales, 
la productividad y el desarrollo de habilidades 
y además, influye en las expectativas y trayec-
torias educativas de las nuevas generaciones. 
En contraste, en los países de la OCDE solo el 
19 % de los adultos no completa la secunda-
ria alta, mientras que el acceso a la educación 
terciaria supera el 40 % (OECD, 2025).

Este rezago adquiere una dimensión territorial 
aún más clara cuando se comparan espacios 
urbanos y rurales (ver figura 2). En las zonas 
rurales de la región, el 26,9 % de la población 
adulta no completó siquiera la educación pri-
maria, mientras que en las zonas urbanas esta 
cifra es menos de la mitad (9,9 %). Asimismo, 
solo uno de cada cuatro adultos rurales alcan-
zó a completar la secundaria, frente a más de 
la mitad en las áreas urbanas. Estas diferen-
cias reflejan desigualdades históricas, pero 
también dinámicas actuales vinculadas a la 
disponibilidad de centros, la conectividad, los 
costos de oportunidad y las decisiones fami-
liares de migrar para continuar los estudios.

Recursos financieros

Fortalecer la
capacidad

institucional y las
políticas de todo

el sistema

1

Promover
trayectorias de

aprendizaje
continuo a lo
largo del ciclo

de vida

2

Aumentar la
calidad y

relevancia del
aprendizaje

3

Dimensiones de CIMA Pilares estratégicos

Cobertura
Mide qué proporción de la población en edad escolar asiste
efectivamente al sistema educativo, quiénes quedan fuera,
y cuál es el nivel educativo alcanzado por la población.

Recursos físicos
Refieren a las condiciones materiales de las escuelas
(infraestructura, materiales educativos, equipamiento
digital) que permiten sostener entornos de enseñanza
y aprendizaje adecuados.

Eficacia
Da cuenta de la medida en que los estudiantes logran
acceder y permanecer en la escuela, si egresan a tiempo
y completan su formación.

Aprendizajes
Capturan qué y cuánto saben hacer los estudiantes
según las pruebas de aprendizaje estandarizadas
regionales e internacionales.

Figura 1: Las cinco dimensiones de CIMA y su relación con los pilares estratégicos del BID para el desarrollo 
de habilidades
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Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares1

1 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); Jamaica (LFS 2020); México 
(ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uru-
guay (ECH 2023).

Figura 2. Distribución de la población adulta (25-64 años) según máximo logro educativo, promedio ALC (circa 2023)

A este punto de partida desigual se suma el 
esfuerzo financiero que los países destinan a 
sostener sus sistemas educativos. La región 
invierte en promedio el 4,3 % del PIB en edu-
cación, una cifra ligeramente inferior al pro-
medio de la OCDE (4,8 %) (ver figura 3). Sin 
embargo, la heterogeneidad entre países es 
amplia: algunos, como Bolivia, Costa Rica o 
Jamaica, se sitúan dentro o por encima de 
las recomendaciones internacionales; otros, 

como Haití, Surinam, Trinidad y Tobago o El 
Salvador, se mantienen muy por debajo de los 
niveles necesarios para alcanzar el Objetivo 
de Desarrollo Sostenible (ODS) 4 de la Agen-
da 2030 (UNESCO, 2015). Este escenario limita 
la capacidad de los sistemas para expandir la 
cobertura, mejorar la infraestructura o soste-
ner políticas de apoyo docente y estudiantil, 
especialmente en los territorios con mayores 
necesidades.
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Figura 3. Gasto en educación como porcentaje del PIB (circa 2023) 

Fuente: CIMA (2025) con base en el Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS). 2 

2 Los datos corresponden a 2023, con excepción del dato de Colombia (COL), que corresponde al año 2020; los datos de Costa Rica 
(CRI), Brasil (BRA), Chile (CHL) y México (MEX), que corresponden al año 2021; y los datos de Argentina (ARG), Bolivia (BOL), Jamaica 
(JAM), Panamá (PAN) y Uruguay (URY), que corresponden al año 2022. El valor para ALC se calcula como un promedio simple de los 
datos de los países.

En este contexto, las trayectorias educativas 
actuales reflejan tanto los avances logrados 
como las restricciones del sistema. Aunque 
la primaria está prácticamente universaliza-
da en la región, la continuidad disminuye a lo 
largo del ciclo educativo (ver figura 4). En zo-
nas urbanas, cerca del 90 % de los estudian-
tes completa la secundaria baja y el 76 % la 
secundaria alta, pero solo un 22,5 % accede 

a la educación superior. En las zonas rurales, 
estas cifras se reducen de manera pronuncia-
da: 79,5 % completa la secundaria baja, 60,1 % 
la secundaria alta y apenas el 9,4 % llega a la 
educación superior. Estas brechas muestran 
que, si bien los sistemas han logrado expandir 
el acceso, aún enfrentan dificultades signifi-
cativas para garantizar trayectorias completas 
y equitativas.
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Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 3

Nota: La tasa de terminación mide, en la cohorte de jóvenes de 3 a 5 años mayores que la edad teórica del último grado de cada nivel, 
cuántos completaron dicho nivel. La tasa de terminación de educación terciaria se mide en la cohorte de jóvenes de 25 a 34 años. 

3 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); Jamaica (LFS 2020); México 
(ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uru-
guay (ECH 2023).

En conjunto, estos elementos configuran un pa-
norama claro: la región parte de un nivel educa-
tivo adulto bajo, sostiene un esfuerzo financiero 
heterogéneo y enfrenta grandes disparidades 
en la continuidad educativa, especialmente a 
lo largo del tránsito hacia la secundaria alta y la 
educación superior. Todo ello está atravesado 
por profundas desigualdades territoriales, que 
condicionan las oportunidades de aprendizaje 
desde la infancia hasta la adultez.

En las siguientes secciones se analiza en de-
talle cada nivel educativo (desde la educación 
primaria hasta la educación superior), lo que 
permite ofrecer una visión integral del siste-
ma, identificar cuellos de botella y reconocer 
los niveles en los que se concentran las prin-
cipales desigualdades. En línea con el foco 
temático de esta tercera entrega, el análisis 
pone énfasis en las desigualdades entre áreas 
urbanas y rurales. Este enfoque permite iden-
tificar patrones territoriales de exclusión y vul-
nerabilidad que no siempre se evidencian en 
los datos agregados.

4 La educación primaria corresponde al nivel CINE 1. Los programas de este nivel están orientados principalmente a proporcionar a 
los estudiantes destrezas básicas en lectoescritura y matemáticas, y sentar una base sólida para el aprendizaje y la comprensión de 
las áreas esenciales del conocimiento y el desarrollo personal y social, como preparación para la educación secundaria baja (UNESCO 
UIS, 2013).

1.1. PRIMARIA
La educación primaria constituye la base del 
desarrollo.4 En 2025, este nivel debería ser 
completamente universal y garantizado para 
todos los niños y niñas de la región. En ALC se 
han logrado avances importantes hacia ese 
objetivo: la mayoría de los países presenta ta-
sas de cobertura muy altas y, en varios casos, 
prácticamente universales. Este es, sin duda, 
uno de los logros más significativos del pro-
greso educativo regional.

Sin embargo, estos avances no significan que 
el desafío esté plenamente resuelto. Persisten 
brechas territoriales que reflejan desigualda-
des estructurales profundas, especialmente 
para los niños y niñas que viven en zonas rura-
les, comunidades aisladas o contextos socioe-
conómicos de mayor vulnerabilidad. Aunque 
la asistencia neta en primaria es alta en pro-
medio, todavía se observan diferencias rele-
vantes en países como Ecuador, Guatemala y 

Primaria

Urbano Rural
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Secundaria
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Terciaria

97%

90%

76%
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94%

80%

60%
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Figura 4. Tasa de terminación por nivel educativo, promedio ALC (circa 2023)
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Perú, donde la población infantil rural enfren-
ta más obstáculos para acceder a la escuela 
(ver figura 5). En contraste, los países del Cono 

Sur, junto con Panamá, Costa Rica y Bolivia, 
muestran que la universalización plena es po-
sible cuando existen condiciones adecuadas.  

Figura 5. Tasa de asistencia neta en primaria (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 5

Nota: La tasa de asistencia neta mide el porcentaje de niñas y niños que, teniendo la edad oficial para cursar la primaria, efectiva-
mente asisten a la escuela. Los países se presentan ordenados de mayor a menor según el total país. La desagregación urbano-rural 
no está disponible para Surinam debido a las características de la encuesta continua de hogares, y en el caso de Argentina solo se 
dispone de información para zonas urbanas, no rurales.

5 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).

No obstante, incluso en contextos donde el 
acceso inicial parece estar garantizado, los 
datos revelan señales tempranas de trayecto-
rias educativas frágiles. Un indicador clave es 
la sobreedad, ya que los mismos factores que 
generan un inicio tardío o un bajo rendimien-
to académico, también pueden conducir al 
abandono escolar (Adelman y Szekely, 2016). 
A medida que los estudiantes se retrasan, los 
costos de oportunidad de permanecer en la 
escuela aumentan y quienes presentan bajo 

rendimiento o sobreedad suelen ser expulsa-
dos en lugar de recibir apoyo. Aunque su pre-
valencia en primaria es menor que en niveles 
superiores, sigue siendo un signo de alerta: 
en promedio, el 10 % de los estudiantes rura-
les está en sobreedad, frente al 7,5 % en zonas 
urbanas. Países como Guatemala, Colombia y 
Brasil presentan brechas de más de 8 puntos 
porcentuales (p. p.) entre áreas urbanas y ru-
rales (ver figura 6).
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Figura 6. Tasa de sobreedad en primaria (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares.6  

6  Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).

Estas dificultades se observan también en las 
tasas de terminación. En promedio, el 95,4 % 
de los niños y niñas termina la primaria, con 
tasas más altas en áreas urbanas (96,9 %) que 
en rurales (94,1 %) (ver figura 7). Países como 
Surinam, Honduras y Guatemala presentan 
las tasas más bajas (por debajo del 90 %), y 

este último muestra la brecha urbano-rural 
más importante, con 11,4 p. p. Por otro lado, 
países como Guyana, Chile, Uruguay y Costa 
Rica presentan tasas de terminación casi uni-
versales (97 %) y sin diferencias significativas 
entre zonas.
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Nota: Nota: La sobreedad se mide como el porcentaje de estudiantes que tienen dos años o más por encima de la edad oficial para 
el grado que cursan, en relación con el total de estudiantes matriculados en ese grado. Los países se presentan ordenados de mayor 
a menor según el total país.
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Figura 7. Tasa de terminación en primaria (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 7

Nota: La tasa de terminación mide, en la cohorte de jóvenes de 3 a 5 años mayores que la edad teórica del último grado de la primaria, 
cuántos completaron este nivel (aproximadamente entre 14 y 16 años, según el país). Los países se presentan ordenados de mayor a 
menor según el total país. 

7  Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); Jamaica (LFS 2020); México 
(ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uru-
guay (ECH 2023).

Es importante notar que, en algunos países, 
las tasas de asistencia neta pueden ser más 
bajas que las tasas de terminación del mismo 
nivel educativo, algo que a primera vista pue-
de parecer contradictorio. Esto ocurre porque 
ambos indicadores miden fenómenos distin-
tos y se calculan sobre cohortes diferentes. La 
asistencia neta se estima únicamente entre la 
población en la edad teórica de escolarización, 
por lo que es altamente sensible a la sobree-
dad, el rezago y el abandono temprano. En 
cambio, la tasa de terminación se calcula so-
bre una cohorte entre 3 y 5 años mayor que la 
edad teórica de egreso. Por tanto, este indica-
dor incluye no solo a quienes siguen trayecto-
rias regulares y se gradúan en la edad prevista, 
sino también a quienes completan el nivel con 
rezago, retornos tardíos o trayectorias intermi-
tentes tras episodios de abandono. Por ello, 
un país puede mostrar baja asistencia en eda-
des normativas y, simultáneamente, tasas de 

terminación relativamente altas cuando una 
proporción importante del estudiantado logra 
completar el nivel en edades mayores o des-
pués de interrupciones en su trayectoria esco-
lar (en educación primaria, como se muestra 
aquí, o en los siguientes niveles educativos).

Uno de los aspectos clave para entender las di-
ferencias en los resultados educativos es el es-
fuerzo de inversión educativa. El gasto público 
en educación como porcentaje del PIB, descri-
to en la sección anterior, refleja el compromi-
so fiscal de cada país pero no necesariamente 
indica cuánto se destina por estudiante. Para 
comparar de manera más precisa la inversión 
real, resulta útil observar el gasto acumulado 
por estudiante en términos de paridad de po-
der adquisitivo (PPA), que permite ajustar por 
diferencias de precios entre países y estimar el 
monto de recursos efectivamente invertidos 
en cada alumno.
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Bajo esta medida, la brecha entre ALC y los paí-
ses de la OCDE es mucho más marcada: en 
promedio, el gasto por estudiante en primaria 
en la OCDE es de US$ 9.171 PPA, mientras que 
en ALC alcanza solo los US$ 3.111 PPA, es decir, 
tres veces menos (ver figura 8). Dentro de la re-
gión, los países con mayores niveles de desa-
rrollo humano suelen presentar también las in-
versiones más altas por estudiante de primaria: 
Chile, Costa Rica, Uruguay y Argentina. Un caso 
particular es República Dominicana que, pese 
a contar con un nivel de desarrollo humano 
más bajo, alcanza un gasto relativamente ele-
vado. Aun así, en todos los casos, estos montos 
se mantienen muy por debajo del promedio 
de la OCDE. Además, países como Guatemala, 
Ecuador y Honduras registran niveles de inver-
sión significativamente menores, más de cinco 
veces inferiores del promedio de la OCDE. 

Aunque este indicador no permite desagrega-
ciones territoriales, la evidencia muestra que 
la asignación del gasto educativo dentro de 
un país suele ser desigual: las regiones más 
pobres tienden a recibir menos inversión por 
estudiante que las más prósperas, profundi-
zando brechas de aprendizaje (Banco Mundial 
y UNESCO, 2025). Además, aun con un gasto 
promedio similar entre áreas rurales y urba-
nas, educar en zonas rurales o remotas suele 
ser más costoso debido a desafíos logísticos y 
a razones de escala (como escuelas pequeñas 
y dispersas) que elevan el costo unitario. Es-
tas diferencias estructurales no se reflejan en 
los indicadores reportados a nivel país y, por lo 
tanto, se invisibilizan las desigualdades territo-
riales en la inversión educativa.

Figura 8. Gasto inicial anual del gobierno por alumno de primaria (US$ PPA) (circa 2023) 
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Fuente: CIMA (2025) con base en el Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).8

Nota: Este indicador se calcula como el porcentaje de la financiación inicial total (incluyendo las transferencias pagadas y excluyendo 
las transferencias recibidas) procedente de fuentes gubernamentales para un determinado nivel educativo, dividido por el número de 
estudiantes matriculados en ese nivel en un año dado. El resultado se ajusta según el PIB per cápita y el factor de conversión PPA en 
dólares (UNESCO-UIS, 2023). 

8 Los datos corresponden al 2023, con excepción de los datos de Costa Rica (CRI), Brasil (BRA), Chile (CHL) y México (MEX), que corres-
ponden al año 2021; y los datos de Argentina (ARG), Bolivia (BOL), Ecuador (ECU), Jamaica (JAM), Panamá (PAN), Uruguay (URY) y el pro-
medio de la OCDE, que corresponden al año 2022. El valor para ALC se calcula como un promedio simple de los datos de los países.
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Este panorama revela un mensaje central: la 
primaria está cerca de ser universal, pero aún 
no lo es plenamente y las desigualdades te-
rritoriales siguen afectando el acceso, la per-
manencia y la progresión escolar. Además, 
incluso cuando los niños y niñas ingresan al 
sistema, muchos comienzan a acumular reza-
gos desde los primeros grados, lo que erosio-
na sus trayectorias educativas futuras. Por ello, 
antes de avanzar hacia el análisis de secunda-
ria y otros niveles, es crucial reconocer que las 
bases del sistema siguen siendo frágiles para 
una proporción importante de estudiantes, 
especialmente en zonas rurales. Garantizar la 
universalización plena de la primaria y reducir 
la sobreedad son condiciones necesarias para 
asegurar trayectorias continuas y exitosas a lo 
largo de todo el ciclo educativo. 

1.2. SECUNDARIA BAJA
La educación secundaria baja, correspon-
diente al nivel 2 de la Clasificación Internacio-
nal Normalizada de la Educación (CINE) de la 
UNESCO, representa un punto de inflexión en 
las trayectorias educativas. En este nivel, los 
sistemas buscan consolidar y profundizar los 
aprendizajes adquiridos en la primaria, sentar 
bases para el desarrollo humano y ampliar las 
oportunidades educativas futuras (UNESCO 
UIS, 2013). En algunos países, además, comien-
zan a ofrecerse programas con orientación 
vocacional que permiten a los estudiantes ad-
quirir destrezas básicas de empleabilidad.

Dividir el análisis entre los dos ciclos de la se-
cundaria, no solo responde a diferencias cu-
rriculares y pedagógicas, sino también a dife-
rencias en la obligatoriedad y en los patrones 
de transición. Mientras que la secundaria baja 
forma parte de la educación obligatoria en to-
dos los países de la región, la secundaria alta 
no siempre lo es, lo que genera una marca-
da caída en la continuidad entre ambos ci-
clos.9 Esta separación permite identificar con 
mayor precisión en qué punto se produce la 
mayor pérdida de estudiantes y comprender 
cómo influyen factores territoriales, socioeco-
nómicos y de oferta educativa en la decisión 
de continuar o abandonar la escuela.

9 En la mayoría de los países, el tramo de educación obligatoria concluye a los 17 años. En Colombia, El Salvador, Guatemala y Pana-
má concluye a los 14 años, mientras que en Costa Rica, Honduras y Perú a los 16 años (Acosta, 2024).

Tras observar que la cobertura en primaria es 
casi universal en la mayoría de los países, la 
figura 9 muestra con claridad cómo la tran-
sición a la secundaria baja constituye el pri-
mer gran punto de quiebre en las trayectorias 
educativas. Mientras en primaria las brechas 
urbano–rurales eran relativamente peque-
ñas, aquí se amplían de manera significativa: 
en prácticamente todos los países, la asisten-
cia neta de los adolescentes rurales es menor 
que la de sus pares urbanos, en algunos casos 
por más de 20 p. p.  

Países como Chile, Panamá, Guyana y México 
mantienen niveles altos y brechas acotadas, 
demostrando que la continuidad es posible. 
Sin embargo, en otros la asistencia cae signi-
ficativamente: en Honduras y Guatemala por 
debajo del 55 %, y en Paraguay y Bolivia, con 
niveles del 61 % y 69 % respectivamente. Esto 
indica que muchos estudiantes que comple-
tan la primaria no logran sostener su trayec-
toria al llegar a la adolescencia. Las brechas 
más grandes entre áreas rurales y urbanas se 
encuentran en Honduras (20 p. p.), Guatemala 
(19 p. p.) y Ecuador (14 p. p.). Esta caída abrup-
ta evidencia que, aunque el acceso inicial está 
mayormente garantizado, la secundaria baja 
sigue siendo un filtro crítico del sistema, en 
el que el territorio continúa determinando 
quién puede seguir estudiando y quién que-
da rezagado, con efectos acumulativos para 
la secundaria alta y la educación superior.
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Figura 9. Tasa de asistencia neta en secundaria baja (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares.10

Nota: La tasa de asistencia neta mide el porcentaje de adolescentes que, teniendo la edad oficial para cursar la secundaria baja, efecti-
vamente asisten a este nivel educativo. Los países se presentan ordenados de mayor a menor según el total país.  

10 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).

La sobreedad en secundaria baja revela una 
dificultad adicional: muchos de los estudian-
tes que sí logran permanecer en la escuela lo 
hacen con rezago (ver figura 10). El problema 
de la sobreedad afecta en promedio al 15 % 
de los estudiantes y es más pronunciado en 
zonas rurales, donde en países como Brasil y 

Colombia supera al de las áreas urbanas en 
más de 9 p. p., lo que refleja mayores interrup-
ciones, menor apoyo académico y condicio-
nes escolares más desfavorables. En varios 
países, más del 20 % de los adolescentes está 
en sobreedad y, en Surinam, la cifra se acerca 
al 40 %.
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Figura 10. Tasa de sobreedad en secundaria baja (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares.11

Nota: La sobreedad se mide como el porcentaje de estudiantes que tienen dos años o más por encima de la edad oficial para el gra-
do que cursan, en relación con el total de estudiantes matriculados en ese grado. Los países se presentan ordenados de mayor a 
menor según el total país. 

11 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).

El gráfico de tasa de terminación (ver figura 
11) confirma que el desafío no es solo ingresar 
o permanecer, sino completar la secundaria 
baja, y nuevamente las brechas territoriales 
resultan determinantes. Solo el 90 % de los 
adolescentes completa este nivel, represen-
tando una caída de 5 p. p. respecto a prima-
ria, mientras que la brecha urbano-rural se 

amplía de 3 a 10 p. p. Mientras países como 
Jamaica, Chile, Bolivia y Perú alcanzan tasas 
cercanas a la universalización (con diferencias 
mínimas entre áreas urbanas y rurales) otros 
muestran rezagos profundos: en Guatemala y 
Honduras menos de la mitad de los jóvenes 
rurales logra terminar este nivel, frente a tasas 
urbanas que superan el 65 % o incluso el 75 %.
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Figura 11. Tasa de terminación en secundaria baja (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares.12

Nota: La tasa de terminación mide, en la cohorte de jóvenes de 3 a 5 años mayores que la edad teórica del último grado de secundaria 
baja, cuántos completaron dicho nivel (aproximadamente entre 17 y 19 años, según el país). Los países se presentan ordenados de ma-
yor a menor según el total país. 

12 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); Jamaica (LFS 2020); México 
(ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uru-
guay (ECH 2023).

Más allá de los problemas de acceso y con-
tinuidad analizados en primaria y secundaria 
baja, la región enfrenta un desafío aún más 
profundo en términos de aprendizaje. Para 
este análisis se utilizó la prueba PISA 2022,13
que mide los conocimientos y habilidades de 
los estudiantes de 15 años, justo al final de la 
secundaria baja en la mayoría de los países. La 
figura 12 muestra el porcentaje de estudiantes 
con bajo desempeño en cada área,14 revelan-
do grandes desafíos para la región y brechas 
considerables con la OCDE. En todas las áreas 
evaluadas, más de la mitad de los estudiantes

13 La prueba PISA mide los conocimientos y habilidades de estudiantes de 15 años, evaluando no solo la reproducción de lo apren-
dido, sino también su capacidad para aplicar conocimientos en contextos nuevos (BID y Banco Mundial, 2024). Cada ronda se realiza 
cada tres años y evalúa tres áreas básicas de conocimiento: matemáticas, lectura y ciencias, siendo una de ellas evaluada en profun-
didad. En la última ronda de 2022 participaron 14 países de la región: México, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Panamá, Argentina, 
Brasil, Chile, Colombia, Paraguay, Perú, Uruguay, República Dominicana y Jamaica.

14 En PISA, se considera de bajo rendimiento a los estudiantes que no alcanzan el nivel 2 de competencias, umbral establecido 
como el mínimo necesario para participar plenamente en la sociedad moderna (OECD, 2023).

no alcanza los niveles mínimos de competen-
cia: en lectura 55 %, en matemática 75 % y en 
ciencias 57 %. Estos porcentajes duplican o in-
cluso triplican los de los países de la OCDE, 
donde los estudiantes con bajo desempeño 
representan alrededor del 25 % del total. 

El 75 % de los estudiantes de zonas rurales en 
la región no alcanza los niveles mínimos de 
competencia en lectura y ciencias, y casi el 90 
% no lo hace en matemáticas. Esta brecha ur-
bano-rural regional (23 p. p. en lectura, 15 p. p. 
en matemáticas y 21 p. p. en ciencias) supera
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considerablemente las diferencias observa-
das en países desarrollados, donde oscilan 
entre los 8 y 10 p. p. Estos datos son los que 
se utilizan para monitorear el progreso de los 
países en el indicador 4.1.1.c de los ODS, que 

refiere a la proporción de niños, niñas y jóve-
nes que, al concluir la educación secundaria 
baja, alcanzan un nivel mínimo de competen-
cias en lectura y matemáticas.

Figura 12. Porcentaje de estudiantes con bajo desempeño en las pruebas PISA (2022) por área de conocimiento
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Fuente: CIMA (2025) con base en PISA (2022).15

15 El promedio de ALC se calcula con base en los resultados de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, 
Guatemala, Jamaica, México, Panamá, Perú, Paraguay, El Salvador y Uruguay.

El análisis conjunto de terminación y apren-
dizaje en las Figuras 13 y 14, llamado efecto 
embudo educativo, revela la magnitud del 
desafío educativo regional. En zonas urbanas, 
apenas el 24 % de los jóvenes completa la se-
cundaria baja habiendo alcanzado los conoci-
mientos mínimos en matemática. En contras-
te, el 65 % finaliza el nivel sin adquirir dichos 

conocimientos, mientras que el 11 % no logra 
completar la secundaria baja. En zonas rura-
les, estas brechas se profundizan: solo el 9% 
completa la secundaria baja habiendo alcan-
zado los conocimientos mínimos, alrededor 
del 70 % la completa sin alcanzarlos y aproxi-
madamente el 21 % no logra completar este 
nivel educativo.
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Estudiantes de zonas urbanas

Estudiantes de zonas rurales

9%

65%

70%

11%

21%

Termina con (al menos)
conocimientos mínimos

Termina sin
conocimientos mínimos

No terminaAprendizajes

Figura 13. Efecto embudo: terminación y aprendizaje en secundaria baja por zona 

Fuente: CIMA (2025) con base en PISA (2022) y encuestas continuas de hogares.16

Nota: Este indicador combina el porcentaje de estudiantes de 15 años que se ubican por debajo del nivel 2 en matemáticas en PISA 
2022 con la tasa de terminación de secundaria baja, para estimar qué proporción de jóvenes egresa con y sin conocimientos mínimos, 
así como cuántos no egresan. La aproximación se obtiene multiplicando la tasa de bajo desempeño por la tasa de terminación de la 
cohorte relevante, definida como jóvenes cuya edad es 3 a 5 años mayor que la edad teórica del último año de secundaria baja. Es im-
portante notar que ambas métricas provienen de cohortes distintas, por lo que se trata de una estimación aproximada.  

16 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Brasil (PNA-
DC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 2024); Guatemala 
(ENEI 2022); Jamaica (LFS 2020); México (ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador 
(EHPM 2023); Uruguay (ECH 2023). 

El análisis por país revela disparidades para 
garantizar tanto la graduación como el apren-
dizaje efectivo en secundaria baja. En Guate-
mala, República Dominicana y El Salvador, 
menos del 8 % de los jóvenes logra completar 
este nivel con al menos las competencias mí-
nimas. En Colombia, Jamaica, Brasil, Argenti-
na y Costa Rica, esta proporción alcanza entre 
el 24 % y el 26 %, aunque con patrones dis-
tintos:  Colombia presenta menores niveles 

de finalización; Jamaica logra una mayor gra-
duación, pero sin alcanzar los conocimientos 
mínimos; y Brasil, Argentina y Costa Rica pre-
sentan patrones similares, con tasas de finali-
zación cercanas al 90 %.  En el extremo supe-
rior, Chile logra que el 44 % de los estudiantes 
que completan la secundaria baja alcancen 
las competencias mínimas, seguido por Uru-
guay (36 %) y Perú (32 %).
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Figura 14. Efecto embudo: terminación y aprendizaje en secundaria baja por país (en porcentaje)
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Los rezagos en acceso, la elevada sobreedad 
y las bajas tasas de terminación en secunda-
ria baja se dan en un contexto en el que los 
recursos disponibles para este nivel siguen 
siendo muy limitados. En promedio, el gasto 
anual por alumno en secundaria baja en ALC 
(ver figura 15) asciende a apenas US$ 3.178, 
solo US$ 180 más que en primaria, pese a que 
este nivel requiere mayor especialización do-
cente, infraestructura más compleja y apo-
yos pedagógicos adicionales para asegurar la 
continuidad de los estudiantes. En contraste, 

los países de la OCDE destinan casi tres veces 
más por estudiante, lo que refleja una mayor 
capacidad para sostener trayectorias educa-
tivas estables frente a los riesgos de abando-
no y rezago. Dentro de la región, la heteroge-
neidad también es notable: mientras Chile, 
Uruguay, Argentina y Costa Rica registran los 
niveles más altos de inversión por alumno, 
países como Honduras, Ecuador y Guatemala 
se ubican muy por debajo del promedio re-
gional.

Fuente: CIMA (2025) con base en PISA (2022) y encuestas continuas de hogares.17 

17 Se utiliza la ultima ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Brasil (PNA-
DC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 2024); Guatemala
(ENEI 2022); Jamaica (LFS 2020); México (ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador 
(EHPM 2023); Uruguay
(ECH 2023).
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Figura 15. Gasto inicial anual del gobierno por alumno de secundaria baja (US$ PPA) (circa 2023) 
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Fuente: CIMA (2025) con base en el Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).18 

Nota: Este indicador se calcula como el porcentaje de la financiación inicial total (incluyendo las transferencias pagadas y excluyendo 
las transferencias recibidas) procedente de fuentes gubernamentales para un determinado nivel educativo, dividido por el número de 
estudiantes matriculados en ese nivel en un año dado. El resultado se ajusta según el PIB per cápita y el factor de conversión PPA en 
dólares (UNESCO-UIS, 2023).

18 Los datos corresponden al 2023, con excepción de los datos de Costa Rica (CRI), Brasil (BRA), Chile (CHL) y México (MEX), que co-
rresponden al año 2021; y los datos de Argentina (ARG), Bolivia (BOL), Ecuador (ECU), Jamaica (JAM), Uruguay (URY) y el promedio de 
la OCDE, que corresponden al año 2022.  El valor para ALC se calcula como un promedio simple de los datos de los países.

Además de los recursos financieros que se in-
vierten en este nivel, también es posible ana-
lizar el acceso que tienen los estudiantes de la 
región a los recursos físicos disponibles en sus 
centros educativos. Estos recursos no solo in-
fluyen en la calidad de los entornos de apren-
dizaje, sino que también son determinantes 
para sostener las trayectorias educativas. Es-
pacios deteriorados, infraestructura deficien-
te o servicios básicos insuficientes pueden 
convertirse en barreras que dificulten el avan-
ce y la permanencia de los estudiantes en el 

sistema educativo (BID, forthcoming). Para 
este análisis se utilizaron los datos de las prue-
bas PISA 2022, que cuentan con información 
sobre los recursos físicos de las instituciones a 
las que asisten los estudiantes evaluados, ob-
tenida a través de los cuestionarios dirigidos a 
directores. En estos se indagó su opinión so-
bre la suficiencia y adecuación de tres tipos 
de recursos físicos: infraestructura, acceso a 
materiales educativos y recursos digitales. 
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A nivel regional, apenas el 28 % de los estu-
diantes en zonas rurales 19 asiste a institucio-
nes que cuentan con recursos adecuados en 
las tres dimensiones evaluadas, una propor-
ción que se eleva al 58 % en zonas urbanas 
(ver figura 16).

El índice de infraestructura física adecuada se 
refiere a aspectos como el tamaño de las cla-
ses, la accesibilidad al edificio, la electricidad, 
las instalaciones sanitarias y los sistemas de 
calefacción o enfriamiento. En la región, me-
nos de la mitad de los estudiantes en áreas 
rurales (46 %) asisten a centros educativos 
que disponen de una infraestructura sufi-
ciente para ofrecer un entorno de aprendizaje 
adecuado, mientras que en las zonas urbanas 
esta proporción alcanza el 70 %. 

Por otro lado, el acceso a materiales educati-
vos constituye un pilar básico para garantizar 
procesos de enseñanza efectivos. Este índice 
considera la disponibilidad de libros actualiza-
dos, materiales didácticos, equipos informá-
ticos y laboratorios. Los datos de PISA 2022 
muestran una brecha considerable entre te-
rritorios: en las zonas rurales, poco más de un 
tercio de los estudiantes (35 %) asiste a cen-
tros educativos que disponen de materiales 
suficientes y adecuados, mientras que en las 
zonas urbanas esta proporción alcanza casi 
dos tercios (65 %). 

La situación es aún más desafiante en lo que 
respecta a los recursos digitales, esenciales 
para la enseñanza en el siglo XXI. El índice de 
acceso a recursos digitales refleja la disponi-
bilidad de computadoras, acceso a internet, 
software de gestión escolar y plataformas de 
aprendizaje en línea. Estos no solo son impor-
tantes para mejorar los procesos de enseñan-
za y aprendizaje, sino que también son cla-
ve para desarrollar competencias relevantes 
para el mercado laboral. Sin infraestructura 
digital adecuada, se limita la capacidad de las 
escuelas para implementar modelos peda-
gógicos innovadores, fortalecer la enseñanza 
basada en evidencias y ofrecer oportunida-
des de aprendizaje práctico o flexible. En este 

19 La clasificación urbano-rural de PISA se basa en la respuesta de los directores sobre el tamaño de la comunidad donde se ubi-
ca la escuela: rural o pueblo (menos de 3.000 habitantes), localidad intermedia (entre 3.000 y 100.000 habitantes) y ciudad (más de 
100.000 habitantes). En los indicadores de esta sección se presenta la comparación entre escuelas ubicadas en áreas rurales y aque-
llas situadas en ciudades de más de 100.000 habitantes.

contexto, solo el 24 % de los estudiantes en 
áreas rurales asiste a centros cuyos directores 
reportaron contar con estos recursos, frente 
al 57 % en las zonas urbanas.

Infraestructura adecuada
y suficiente

Materiales educativos
adecuados y suficientes

Recursos digitales
adecuados y suficientes

Rural Urbano

46% 70%

35% 65%

24% 57%

Recursos fisicos

Figura 16. Estudiantes que acceden a escuelas con 
recursos físicos adecuados y suficientes según reporte 
de directores, promedio ALC (2022)

Fuente: CIMA (2025) con base en PISA (2022).

Nota: Este indicador se construye a partir de la pregunta del 
cuestionario a las escuelas de PISA 2022 (ítem SC017): “¿Se ve 
afectada la capacidad de su escuela para ofrecer instrucción 
por alguno de los siguientes problemas?”. Se considera que una 
escuela cuenta con recursos físicos suficientes cuando su direc-
tor no reporta limitaciones por falta o inadecuación de infraes-
tructura, materiales educativos o recursos digitales.
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Finalmente, en cuanto al acceso a internet, 
también se observa una marcada desigual-
dad entre zonas urbanas y rurales en ALC (ver 
figura 17). En promedio, la brecha entre los 
centros educativos urbanos y rurales alcan-
za 40 p. p., con diferencias aún más pronun-
ciadas en países como México (58 p. p.) y Pa-
raguay (49 p. p.). En contraste, en los países 
de la OCDE la brecha es considerablemente 
menor, situándose en apenas 15,3 p. p.  Cabe 

señalar que contar con acceso a internet no 
garantiza necesariamente su disponibilidad 
efectiva para fines pedagógicos. En muchos 
casos, el acceso está limitado a ciertos espa-
cios, como la dirección, y no se extiende a las 
aulas ni al resto de las instalaciones. Esto im-
plica que las estadísticas pueden sobreesti-
mar la proporción real de centros educativos 
con condiciones adecuadas de conectividad 
para la enseñanza y el aprendizaje.

Figura 17. Estudiantes que cuentan con acceso a internet en la escuela según reporte de directores (2022)

Fuente: CIMA (2025) con base en PISA (2022). 

Nota: Los países se presentan ordenados de mayor a menor según el total país.

En síntesis, la secundaria baja concentra el 
punto de mayor vulnerabilidad del sistema 
educativo: la asistencia disminuye, la sobree-
dad aumenta y muchos estudiantes no logran 
completar el nivel, especialmente en zonas ru-
rales. A ello se suman brechas de aprendizaje 
profundas y limitaciones en financiamiento y 
recursos escolares que dificultan ofrecer en-

tornos de aprendizaje adecuados. En conjun-
to, estos factores muestran que, aunque la re-
gión ha avanzado en primaria, la continuidad 
a partir de la adolescencia sigue siendo frágil, 
con diferencias territoriales que, como se ob-
serva en el resto del capítulo, se profundizan 
en los niveles educativos siguientes.
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1.3. SECUNDARIA ALTA
La educación secundaria alta consolida la for-
mación secundaria y, en muchos países, mar-
ca el fin de la educación obligatoria. Este nivel 
(CINE 3) prepara a los estudiantes para la edu-
cación terciaria o el mundo laboral, ofrecien-
do una instrucción más diversificada y espe-
cializada que la secundaria baja, con mayores 
opciones y rutas de aprendizaje. La formación 
especializada de los docentes en las materias 
que imparten contribuye a un aprendizaje 
más profundo y relevante (UNESCO UIS, 2013). 
Sin embargo, los datos muestran que la tran-
sición desde la secundaria baja produce una 
caída significativa en la cobertura, especial-
mente en los países con trayectorias educati-
vas más frágiles.

La figura 18 evidencia que los patrones de ac-
ceso varían ampliamente en la región. En paí-
ses como Chile, Bolivia y Ecuador, la cobertura 
en secundaria alta se mantiene relativamente 
estable respecto de la secundaria baja, lo que 
refleja sistemas más cohesionados. En con-
traste, en Honduras y Guatemala la asistencia 
se reduce a la mitad y la brecha entre zonas 
urbanas y rurales se amplía hasta alcanzar 21 
y 30 p. p., respectivamente. Este ensancha-
miento territorial también se observa en paí-
ses como Paraguay, Panamá, México y Ecua-
dor, con diferencias cercanas a los 17 p. p. En 
conjunto, estos resultados confirman que la 
secundaria alta funciona como un punto crí-
tico de exclusión, donde las desigualdades de 
origen y territorio se intensifican antes del in-
greso a la educación superior.

Figura 18. Tasa de asistencia neta en secundaria alta (circa 2023) 

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares20

Nota: La tasa de asistencia neta mide el porcentaje de adolescentes que, teniendo la edad oficial para cursar la secundaria alta, efecti-
vamente asisten a este nivel educativo. Los países se presentan ordenados de mayor a menor según el total país.

20 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).
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El análisis de la sobreedad en secundaria alta 
muestra que una proporción importante de 
estudiantes avanza con rezago, lo que refle-
ja dificultades acumuladas desde etapas an-
teriores. En promedio, el 18 % de los jóvenes 
presenta sobreedad, pero en países como Su-
rinam, Costa Rica, Colombia y Uruguay estas 
cifras se disparan, alcanzando entre un cuarto 
y casi la mitad de la matrícula (ver figura 19). 
En el extremo opuesto, Chile, Guyana, Ecua-
dor y México logran mantener tasas relati-
vamente bajas (por debajo del 10 %), lo que 
sugiere trayectorias más estables. A diferen-

cia de lo observado en primaria y secundaria 
baja, en este nivel no se identifican patrones 
urbanos–rural consistentes, lo que indica que 
el rezago responde más a factores académi-
cos y estructurales del sistema (como selec-
tividad, repitencia y rigidez curricular) que a 
diferencias territoriales. En conjunto, estas ci-
fras muestran que, incluso entre quienes lo-
gran acceder y permanecer en secundaria 
alta, una parte significativa transita con reza-
gos que afectan la probabilidad de completar 
este nivel y continuar estudios superiores.

Figura 19. Tasa de sobreedad en secundaria alta (circa 2023) 

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 21

Nota: La sobreedad se mide como el porcentaje de estudiantes que tienen dos años o más por encima de la edad oficial para el grado 
que cursan, en relación con el total de estudiantes matriculados en ese grado. Los países se presentan ordenados de mayor a menor 
según el total país.

21 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).
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En cuanto a la culminación, el 68,2 % de los 
jóvenes logra completar este nivel, y la des-
igualdad territorial se amplía aún más en re-
lación con la secundaria baja, alcanzando los 
16 p. p. (ver figura 20). En Honduras y Guate-
mala, alrededor del 56 % de los estudiantes 
en zonas urbanas termina la secundaria alta, 
mientras que en las zonas rurales este por-
centaje se reduce a la mitad.  Un caso espe-
cialmente llamativo es Uruguay, que presenta 

una caída marcada en su tasa de terminación 
en relación con secundaria baja: el 50 % de los 
adolescentes no logra culminar este nivel. En 
contraste, Chile, Perú y Jamaica mantienen 
niveles altos de culminación, cercanos al 90 
%, con poca diferencia entre zonas urbanas y 
rurales, lo que demuestra que es posible ga-
rantizar el acceso equitativo a la educación 
obligatoria completa. 

Figura 20. Tasa de terminación en secundaria alta (circa 2023) 

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 22

Nota: La tasa de terminación mide, en la cohorte de jóvenes de 3 a 5 años mayores que la edad teórica del último grado de secundaria 
alta, cuántos completaron dicho nivel (aproximadamente entre 20 y 22 años, según el país). Los países se presentan ordenados de ma-
yor a menor según el total país.

22 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); Jamaica (LFS 2020); México 
(ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uru-
guay (ECH 2023).
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En este nivel educativo, las tasas de abandono 
escolar son sumamente altas y muestran dife-
rencias más evidentes según la ubicación: en 
todos los países analizados, los jóvenes de zo-
nas rurales abandonan el sistema con mayor 
frecuencia. Honduras y Guatemala presentan 
las tasas más elevadas en todos los grupos de 
edad. Si bien no existe una relación lineal en-
tre las tasas de abandono y la sobreedad, ana-
lizarlas en conjunto permite identificar ciertos 
patrones. Las figuras 21 y 22 muestran la pro-
porción de jóvenes de 12 a 17 años y de 18 a 
24 años que abandonan el sistema educativo 
antes de culminar la secundaria.  

En algunos casos, como Honduras, Guatema-
la, El Salvador y México, las tasas de abandono 
entre los 12 y 17 años superan las de sobreedad, 
lo cual podría indicar que algunos estudiantes 
dejan la escuela antes de experimentar repe-
tición o rezagos. Por el contrario, países como 
Uruguay, Costa Rica y Brasil, a pesar de tener 
tasas de sobreedad relativamente altas, lo-
gran que los estudiantes permanezcan den-
tro del sistema educativo al menos hasta los 
17 años, lo que sugiere una mayor eficacia en 
la retención escolar. 

Figura 21. Tasa de abandono escolar en jóvenes de 12 a 17 años (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 23

Nota: En este caso, la tasa de abandono escolar se calcula como el porcentaje de personas de entre 12 y 17 años que no finalizaron la 
educación secundaria y no asisten a ningún centro educativo. Los países se presentan ordenados de mayor a menor según el total país.

23 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).
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Más aún, en promedio, el 25 % de los jóvenes 
de 18 a 24 años en ALC no ha culminado la 
educación secundaria y no se encuentra asis-
tiendo a un centro educativo (ver figura 22). 
Estas cifras son aún más altas en zonas ru-
rales, donde el valor asciende a casi el 40 % 
(≈37,5 %), mientras que en áreas urbanas se si-
túa en torno al 21 %. En la mayoría de los países 
se observan brechas sustantivas entre zonas 
rurales y urbanas, con diferencias que supe-
ran los 20 p. p. en Honduras, Guatemala y El 

Salvador. Para esta población, las probabilida-
des de reinsertarse en el sistema y completar 
la secundaria alta son bajas, dado que la re-
vinculación escolar disminuye drásticamente 
a medida que aumenta la edad. Por lo tanto, 
esta cohorte constituye un grupo en alto ries-
go de quedar permanentemente excluido del 
sistema educativo formal si no se implemen-
tan políticas específicas de reinserción y fina-
lización.

Figura 22. Tasa de abandono escolar en jóvenes de 18 a 24 años (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 24

Nota: En este caso, la tasa de abandono escolar se calcula como el porcentaje de personas de entre 18 y 24 años que no finalizaron la 
educación secundaria y no asisten a ningún centro educativo. Los países se presentan ordenados de mayor a menor según el total país.

24 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).
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Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 26

Nota: Porcentaje de jóvenes de 12 a 17 años que no han completado la educación secundaria y no asisten a un centro educativo según 
razón principal citada como causa de no asistencia: (i) razones económicas o laborales, (ii) falta de interés o dificultades académicas, (iii) 
obligaciones de cuidado, obligaciones familiares o problemas de salud, (iv) problemas de acceso, (v) otros motivos.

26 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país:  Chile (CASEN 2022); Costa Rica 
(ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Honduras (EPHPM 2023); Panamá (EHPM 2022); Perú 
(ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).

Las tasas de abandono no solo reflejan des-
igualdades en el acceso y la permanencia en 
el sistema educativo, sino que también tienen 
efectos duraderos: los jóvenes que abando-
nan sus estudios tienden a enfrentar mayores 
periodos de desempleo, presentan una inser-
ción laboral más precaria en el sector infor-
mal, perciben ingresos más bajos y disponen 
de menos recursos para enfrentar los retos 
que surgen a lo largo de su vida académica y 
profesional (Adelman y Szekely, 2016).

25 Las categorías de motivos se derivan de las respuestas originales de los jóvenes o de los hogares en las encuestas nacionales y 
se recodificaron en cuatro grupos: falta de interés (desmotivación, problemas de rendimiento), económicas / trabajo (necesidad de 
trabajar, falta de recursos), cuidados (quehaceres domésticos, embarazo, cuidado de niños y niñas, problemas familiares o de salud) y 
problemas de acceso (distancia, ausencia de centros o falta de adaptación a necesidades especiales).

Las razones por las que los jóvenes abandonan 
la educación varían según si se encuentran 
en la edad teórica de asistir a la secundaria o 
si ya presentan sobreedad. En la región, entre 
los adolescentes de 12 a 17 años, la principal 
categoría de motivos reportada es la falta de 
interés (35 %), seguida por razones económi-
cas (23 %) (ver figura 23). La falta de interés 
es la principal razón de abandono en países 
como Uruguay, República Dominicana, Pana-
má y Costa Rica, mientras que en Honduras, 
Ecuador, Perú y Paraguay las dificultades eco-
nómicas constituyen el principal obstáculo. 25
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Figura 23. Distribución de jóvenes de 12 a 17 años que abandonaron el sistema educativo sin completar la 
secundaria, según razón alegada (circa 2023)
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Entre los jóvenes de 18 a 24 años, las razones 
económicas o relacionadas con el trabajo son 
las más frecuentemente mencionadas como 
motivo de abandono escolar (ver figura 24). 
En países como Costa Rica y Perú, más de la 

mitad de quienes abandonan la educación se-
ñalan este motivo. Sin embargo, en Uruguay, 
República Dominicana y Panamá, la falta de 
interés continúa siendo la razón principal, al 
igual que en el grupo de 12 a 17 años.

Figura 24. Distribución de jóvenes de 18 a 24 años que abandonaron el sistema educativo sin completar la 
secundaria, según razón alegada (circa 2023)
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Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares.27 

Nota: Porcentaje de jóvenes de 18 a 24 años que no han completado la educación secundaria y no asisten a un centro educativo según 
razón principal citada como causa de no asistencia: (i) razones económicas o laborales,  (ii) falta de interés o dificultades académicas, 
(iii) obligaciones de cuidado, obligaciones familiares o problemas de salud, (iv) problemas de acceso, (v) otros.motivos.

27 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país:  Chile (CASEN 2022); Costa Rica 
(ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Honduras (EPHPM 2023); Panamá (EHPM 2022); Perú 
(ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).

El panorama de financiamiento en secunda-
ria alta refuerza las limitaciones ya observa-
das en los niveles anteriores. En promedio, el 
gasto anual por alumno asciende a US$ 3.107 
(ver figura 25), es decir, incluso US$ 100 me-
nos que en la secundaria baja, pese a que este 
ciclo requiere docentes más especializados, 
una mayor diversificación curricular y apoyos 
diferenciados para asegurar la culminación. El 
patrón regional se mantiene: Costa Rica, Ar-
gentina y Chile se ubican entre los países con 
mayor inversión por estudiante, mientras que 
Ecuador, Guatemala y Honduras presentan 

los montos más bajos, con niveles que pue-
den ser hasta diez veces inferiores al prome-
dio de la OCDE. Esta brecha estructural de fi-
nanciamiento contribuye a explicar por qué, al 
avanzar en el sistema, los estudiantes enfren-
tan trayectorias cada vez más frágiles, mayo-
res tasas de rezago y abandono, y profundas 
desigualdades territoriales. En conjunto, los 
datos muestran que la secundaria alta opera 
en un contexto de recursos insuficientes para 
responder a los desafíos de culminación y ga-
rantizar el tránsito hacia la educación superior 
o el mundo laboral.
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Figura 25. Gasto inicial anual del gobierno por alumno de secundaria alta (US$ PPA) (circa 2023) 
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Fuente: CIMA (2025) con base en Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS). 28

Nota: Este indicador se calcula como el porcentaje de la financiación inicial total (incluyendo las transferencias pagadas y excluyendo 
las transferencias recibidas) procedente de fuentes gubernamentales para un determinado nivel educativo, dividido por el número de 
estudiantes matriculados en ese nivel en un año dado. El resultado se ajusta según el PIB per cápita y el factor de conversión PPA en 
dólares (UNESCO-UIS, 2023). 

28 Los datos corresponden al 2023, con excepción de los datos de Costa Rica (CRI), Brasil (BRA), Chile (CHL) y México (MEX), que co-
rresponden al año 2021, y los datos de Argentina (ARG), Bolivia (BOL), Jamaica (JAM), Ecuador (ECU), Uruguay (URY) y el promedio de 
la OCDE, que corresponden al año 2022. El valor para ALC se calcula como un promedio simple de los datos de los países. 

1.4. EDUCACIÓN TERCIARIA
La educación terciaria permite a los jóvenes 
adquirir competencias avanzadas, mejorar su 
empleabilidad y acceder a mayores oportu-
nidades laborales, al tiempo que favorece la 
movilidad social. Para los países, constituye 
un motor de desarrollo económico y social, 
al formar profesionales capacitados para la 
innovación, la productividad y la competitivi-
dad en sectores de alta complejidad. Garanti-
zar el acceso equitativo a este nivel educativo 
también contribuye a reducir desigualdades 
territoriales y sociales, integrando a jóvenes 
de distintas regiones y contextos en la forma-

ción avanzada. En esta sección, la educación 
terciaria se entiende como los niveles 5 a 8 de 
la CINE, que comprenden la educación ter-
ciaria de ciclo corto, los programas de grado, 
maestría o especialización, y los estudios de 
doctorado o sus equivalentes.

El paso a la educación terciaria es donde se 
produce la mayor pérdida de estudiantes en 
la trayectoria educativa (ver figura 26). En pro-
medio, poco más de 3 de cada 10 jóvenes de 18 
a 24 años acceden a este nivel, lo que refleja el 
efecto acumulado de las brechas observadas 
en secundaria baja y secundaria alta. Chile, 
Bolivia y Costa Rica alcanzan coberturas cer-
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canas al 50 %, mientras que en países como 
Guyana, Honduras y Guatemala el acceso se 
reduce a rangos entre el 10 % y el 20 %, lo que 
evidencia sistemas que no logran sostener la 
continuidad más allá de la educación obliga-
toria.

La educación terciaria mantiene un marca-
do sesgo urbano, concentrándose predomi-
nantemente en las ciudades donde se ubi-
can las principales universidades e institutos 
superiores (UNESCO, CEPAL y UNICEF, 2022). 
Esto implica que muchos estudiantes deban 
trasladarse, afrontando costos económicos y 
sociales adicionales. Esta característica am-

plifica brechas ya pronunciadas: en todos los 
países, los jóvenes de zonas rurales acceden 
en menor proporción. En casos como Bolivia, 
la diferencia urbano–rural supera los 30 p. p., 
reflejando la ausencia de oferta cercana, cos-
tos más altos de desplazamiento y la menor 
disponibilidad de información sobre oportu-
nidades educativas. En conjunto, estos patro-
nes evidencian desigualdades estructurales 
que limitan la continuidad de estudios más 
allá de la secundaria para muchos jóvenes de 
la región, especialmente para quienes provie-
nen de hogares de menores ingresos y de te-
rritorios rurales.

Figura 26. Tasa de asistencia neta en educación terciaria (circa 2023) 

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 29

Nota: La tasa de asistencia neta mide el porcentaje de jóvenes de entre 18 y 24 años que asisten a la educación terciaria. Los países se 
presentan ordenados de mayor a menor según el total país

29 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); México (ENIGH 2022); Panamá 
(EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uruguay (ECH 2023).
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En la mayoría de los países, solo un peque-
ño porcentaje de quienes logran concluir la 
secundaria culmina algún tipo de educación 
terciaria formal.  En promedio, el 68,2% de los 
jóvenes de entre 20 y 22 años completa la se-
cundaria, mientras que menos del 20% de los 
jóvenes de entre 25 y 34 años alcanza a ter-
minar la educación terciaria (ver figura 27). 

Los países con mayores tasas de culminación 
son Chile, Colombia y Perú, aunque incluso 
allí menos de la mitad de quienes terminan la 
secundaria llega a este nivel. En contraste, en 
Honduras, Surinam y Guatemala, menos del 
10 % de los jóvenes logra completar estudios 
terciarios.

Figura 27. Tasa de terminación en educación terciaria (ciclo corto o grado) (circa 2023)

Fuente: CIMA (2025) con base en encuestas continuas de hogares. 30

Nota: La tasa de terminación mide, en la cohorte de jóvenes de entre 25 y 34 años, cuántos completaron la educación terciaria. Los paí-
ses se presentan ordenados de mayor a menor según el total país.    

30 Se utiliza la última ronda disponible de las encuestas nacionales de hogares para cada país: Argentina (EPHC 2023); Bolivia (ECH 
2022); Brasil (PNADC 2022); Chile (CASEN 2022); Colombia (GEIH 2023); Costa Rica (ENAHO 2023); República Dominicana (ENCFT 
2024); Ecuador (ENEMDU 2024); Guatemala (ENEI 2022); Guyana (LFS 2021); Honduras (EPHPM 2023); Jamaica (LFS 2020); México 
(ENIGH 2022); Panamá (EHPM 2022); Perú (ENAHO 2023); Paraguay (EPHC 2023); El Salvador (EHPM 2023); Surinam (SLC 2022); Uru-
guay (ECH 2023).

La dispersión en la inversión pública por estu-
diante en educación terciaria es notable y re-
fleja las profundas diferencias en la capacidad 
de los países para sostener sistemas de for-
mación avanzada (ver figura 28). Costa Rica 
se destaca como uno de los países que asigna 
más recursos por alumno, superando inclu-
so el promedio de la OCDE, lo que indica un 
compromiso sostenido con el fortalecimien-
to de su sistema de educación superior. Uru-

guay y Chile también muestran niveles altos 
dentro del contexto regional, aunque aún por 
debajo del estándar de inversión de los paí-
ses más avanzados. En contraste, El Salvador, 
Guatemala y Belice registran los niveles más 
bajos de gasto, con montos que pueden ser 
insuficientes para expandir la oferta, garanti-
zar la calidad académica o reducir las barreras 
territoriales y económicas que enfrentan los 
jóvenes para acceder a la educación superior.
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Figura 28. Gasto inicial anual del gobierno por alumno de educación terciaria (US$ PPA) (circa 2022)

Fuente: CIMA(2025) con base en el Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS). 31

Nota: Este indicador se calcula como el porcentaje de la financiación inicial total (incluyendo las transferencias pagadas y excluyendo 
las transferencias recibidas) procedente de fuentes gubernamentales para un determinado nivel educativo, dividido por el número de 
estudiantes matriculados en ese nivel en un año dado. El resultado se ajusta según el PIB per cápita y el factor de conversión PPA en 
dólares (UNESCO-UIS, 2023).

31 Los datos de Costa Rica (CRI), Brasil (BRA), Chile (CHL) y México (MEX) corresponden al año 2021.  Los datos de Argentina (ARG), 
Ecuador (ECU), Panamá (PAN), Uruguay (URY) y el promedio de la OCDE corresponden al año 2022. Los datos de Guatemala (GTM), 
El Salvador (SLV) y Belice (BLZ) corresponden al año 2023. El valor para ALC se calcula como un promedio simple de los datos de los 
países.

Estas diferencias de inversión consolidan los 
patrones observados a lo largo de toda la tra-
yectoria educativa: los países que invierten 
más tienden a mostrar mayores niveles de 
acceso y una mejor capacidad para sostener 
trayectorias, mientras que aquellos con me-
nor inversión exhiben sistemas universitarios 
más pequeños, altamente concentrados en 
zonas urbanas y, por lo tanto, con marcada 
desigualdad territorial. En conjunto, los da-
tos muestran que la educación terciaria sigue 
siendo, para muchos jóvenes de la región, un 
espacio limitado y profundamente desigual, 
condicionado tanto por los rezagos acumu-
lados en los niveles previos como por la falta 
de financiamiento suficiente para garantizar 
oportunidades reales de movilidad social.

1.5. EN RESUMEN: QUÉ REVE-
LAN LOS DATOS 
El panorama regional muestra un sistema 
que ha logrado avances importantes en ac-
ceso, especialmente en primaria, pero que 
enfrenta desafíos persistentes para garantizar 
la continuidad y el aprendizaje a lo largo de 
toda la trayectoria educativa. La inversión en 
educación ha aumentado, pero sigue siendo 
insuficiente y heterogénea, con grandes dife-
rencias entre países y entre zonas urbanas y 
rurales. Los resultados de aprendizaje reflejan 
uno de los desafíos más críticos: la alta pro-
porción de estudiantes que no alcanza niveles 
mínimos de competencia revela que el acce-
so no se traduce automáticamente en apren-
dizajes significativos. Además, las desigualda-
des territoriales en desempeño son aún más 
pronunciadas que las brechas en permanen-
cia escolar.
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En conjunto, estos datos muestran que las 
oportunidades educativas no solo dependen 
del nivel socioeconómico o del país de origen, 
sino también del territorio en el que se vive. 
Esta realidad subraya la importancia de incor-
porar un enfoque territorial para comprender 
cómo se distribuyen las oportunidades, dón-
de se concentran las barreras y qué tipos de 
soluciones pueden diseñarse. Esto es espe-
cialmente relevante en una región como ALC, 
que ha atravesado un proceso acelerado de 
urbanización desde la década de 1950 y se ha 
convertido  en la región en desarrollo más ur-
banizada del mundo. Actualmente, alrededor 
del 80 % de su población, aproximadamen-
te 526 millones de personas, reside en zonas 
urbanas (United Nations, 2019). Sin embargo, 
este proceso no se ha dado de igual manera 
en la región: por ejemplo, mientras que en el 
Cono Sur el 85 % de la población vive en zonas 
urbanas y su tasa de crecimiento promedio es 
menor al 1 %, en América Central este porcen-
taje es del 50 % y la tasa de crecimiento supera 
el 4 % (BAFD, BASD, BERD y BID, 2019).  Si bien 
las áreas urbanas concentran mayores opor-
tunidades educativas y laborales, la persisten-
te desigualdad dentro de las ciudades genera 
nuevas formas de exclusión (Pizzol et al., 2021; 
Moreno-Monroy et al., 2018; Bautista-Hernán-
dez, 2023). En conjunto, los hallazgos de esta 
primera parte muestran que comprender las 
diferencias territoriales es esencial para res-
ponder a preguntas clave de política: ¿dónde 
están las brechas más críticas?, ¿qué factores 
territoriales condicionan la oferta y los resul-
tados educativos?, ¿cómo varían los riesgos y 
oportunidades dentro de una misma ciudad o 
región?, y ¿qué intervenciones pueden adap-
tarse mejor a cada contexto? 

Esto exige avanzar hacia un análisis territorial 
más complejo y detallado que la clásica dico-
tomía rural-urbana, uno que capture la diver-
sidad de contextos en los que se desarrollan 
las trayectorias educativas y permita com-
prender las múltiples dimensiones de la des-
igualdad en áreas urbanas.

La Parte II profundiza justamente en este en-
foque. Explora cómo el análisis geoespacial 
y el uso de SIG permiten pasar de una lectu-
ra agregada del sistema a una comprensión 
mucho más precisa del territorio, identifican-
do patrones, riesgos y desigualdades que los 
promedios nacionales tienden a invisibilizar. 
Además, muestra cómo esta evidencia pue-
de fortalecer el diagnóstico, orientar la plani-
ficación de infraestructura y recursos, y mejo-
rar la toma de decisiones, especialmente en 
contextos afectados por el cambio climático, 
la urbanización acelerada y la persistente des-
igualdad territorial.
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PARTE II.
La dimensión geoespacial 
como herramienta para la 
política educativa
En su segunda parte, el informe muestra cómo 
la dimensión geoespacial se ha convertido en 
una herramienta clave para entender de ma-
nera más precisa cómo el territorio moldea 
las oportunidades educativas en la región. Al 
complementar los datos tradicionales, este 
enfoque permite identificar brechas que no 
se evidencian en los promedios y orientar po-
líticas más focalizadas. 

La sección 2.1 introduce por qué el territorio 
importa y cómo revela patrones de desigual-
dad; la sección 2.2 explica el concepto de ac-
cesibilidad educativa y sus implicancias para 
el acceso y la permanencia; y la sección 2.3 
presenta seis aplicaciones concretas que ilus-
tran cómo los análisis geoespaciales están 
transformando la planificación y la toma de 
decisiones en educación. 

2.1. CUANDO EL TERRITORIO 
IMPORTA: UNA MIRADA 
GEOESPACIAL SOBRE LA 
EDUCACIÓN 

“Todo está relacionado con todo lo demás, 
pero las cosas cercanas están más relacio-

nadas que las distantes.” Waldo Tobler, 1970

La primera ley de la geografía sintetiza una 
idea tan simple como poderosa: los fenóme-
nos sociales no se distribuyen aleatoriamente 
en el espacio. El territorio importa. Entender 

la educación desde una perspectiva geoes-
pacial implica reconocer que el dónde no es 
neutral: moldea quién accede, cómo lo hace y 
cuáles son las oportunidades reales de apren-
der, permanecer y progresar en el sistema 
educativo.

Sin embargo, la dimensión territorial, aunque 
reconocida, ha sido históricamente marginal 
como eje estructural del análisis educativo. La 
investigación y la planificación se han centra-
do principalmente en dimensiones pedagógi-
cas, institucionales, económicas o de gestión. 
En otras palabras, la educación ha sido conce-
bida como el resultado de la interacción en-
tre recursos como docentes, infraestructura, 
financiamiento, tiempo pedagógico y apoyo 
familiar, entre otros. No obstante, existe otro 
recurso educativo fundamental pero frecuen-
temente invisibilizado: el espacio. No solo 
como escenario físico donde ocurre la educa-
ción, sino como un componente estructural 
que condiciona el acceso, la distribución, la 
calidad y los resultados del sistema educativo 
(Mendelsohn, 1996).

Los SIG han pasado de ser herramientas es-
pecializadas de investigación a instrumentos 
de uso cada vez más extendido en la planifi-
cación educativa. Si bien desde fines de los 
años noventa se los ha utilizado para mapear 
la distribución de escuelas, estimar distancias 
entre hogares y centros educativos o analizar 
la relación entre la oferta educativa y el cre-
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cimiento urbano (Bruno, 1996; Mendelsohn, 
1996), durante mucho tiempo estos usos es-
tuvieron limitados a aplicaciones descriptivas 
y técnicamente acotadas. En los últimos años, 
el avance de técnicas de aprendizaje automá-
tico, la disponibilidad de imágenes satelitales 
de alta resolución y el acceso público a múl-
tiples capas de información georreferencia-
da han ampliado significativamente las po-
sibilidades del análisis espacial en educación 
(Cobb, 2020). Incluso en contextos con datos 
administrativos incompletos, hoy es factible 
detectar automáticamente edificios escola-
res, caracterizar su entorno físico y estimar 
tiempos reales de viaje combinando redes 
viales, transporte público y patrones de mo-
vilidad. 

En este escenario, la convergencia entre nue-
vas tecnologías, una mayor disponibilidad de 
datos espaciales y las capacidades de análi-
sis masivo de información (Big Data) ha re-
vitalizado y ampliado el alcance del enfoque 
geoespacial en educación. Estas herramien-
tas permiten no solo integrar y procesar gran-
des volúmenes de información georreferen-
ciada, sino también generar diagnósticos 
más precisos, dinámicos y territorialmente 
diferenciados. Como resultado, se han habi-
litado sistemas de monitoreo casi en tiempo 
real, capaces de actualizar información sobre 
infraestructura, accesibilidad, demanda edu-
cativa o exposición a riesgos, con un nivel 
de granularidad territorial antes inalcanzable 
(UNICEF, 2025; UNICEF, Oficina de Innovación, 
s.f.; Grupo Banco Mundial, Grupo de Evalua-
ción Independiente, 2024).

Desde la literatura de geografía de la educa-
ción (Tate, 2008; Gulson y Symes, 2007; Cobb, 
2020), la relevancia del análisis geoespacial 
para la política educativa se fundamenta en 
tres conceptos complementarios: el territo-
rio puede entenderse como expresión, como 
contexto y como determinante del fenóme-
no educativo. Estos tres conceptos dan lugar 
a distintas formas de incorporar el territorio al 
análisis educativo. Así, se habla de educación 
en el territorio cuando el espacio expresa cómo 
se organiza y distribuye el sistema educativo; 
de educación con el territorio cuando este se 

analiza como contexto socioespacial que con-
diciona la experiencia educativa; y educación 
desde el territorio cuando las características 
espaciales actúan como factores determinan-
tes que producen efectos medibles sobre los 
resultados educativos. 

En primer lugar, el territorio puede analizarse 
como expresión del sistema educativo. Esta 
dimensión, aunque descriptiva, es estratégi-
ca para la planificación, ya que permite repre-
sentar la organización espacial del sistema y 
comprender cómo se distribuyen estudian-
tes, escuelas, docentes, infraestructura y ser-
vicios educativos en el territorio. Como señala 
UNESCO-IIEP (2022), comprender dónde es-
tán los centros, dónde viven los estudiantes 
y dónde se produce la demanda educativa 
es el punto de partida para planificar con efi-
ciencia, equidad y sostenibilidad. Desde este 
abordaje, el análisis espacial permite identifi-
car vacíos territoriales de oferta, superposición 
institucional, patrones de autocorrelación es-
pacial, formación de clústeres y patrones de 
segregación escolar (Cobb, 2020). 

El análisis del territorio como expresión del sis-
tema educativo es de particular importancia 
para visibilizar desigualdades que permane-
cen ocultas en promedios nacionales, al mos-
trar cómo la oferta, los recursos y las oportu-
nidades se distribuyen de manera desigual 
en el espacio. La concentración geográfica de 
determinadas condiciones (como baja dispo-
nibilidad de centros, saturación de matrícula 
o alta segregación escolar) constituye un in-
dicador de inequidad territorial, fundamental 
para orientar decisiones de política educativa.

En segundo lugar, el territorio puede analizar-
se como contexto educativo, es decir, como 
el conjunto de condiciones sociales, urbanas, 
ambientales, digitales y económicas que con-
forman el entorno en el que operan las escue-
las y transitan los estudiantes. Una de las forta-
lezas centrales del análisis geoespacial reside 
en su capacidad para revelar relaciones entre 
fenómenos que no comparten origen disci-
plinar ni causal, pero que están conectados 
por un elemento común: ocurren en el mis-
mo espacio. Los SIG permiten vincular datos 
educativos con información socioeconómica, 
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demográfica, ambiental o de infraestructura, 
mediante un identificador territorial compar-
tido, lo que habilita un análisis integrador que 
no depende de los tipos de datos involucra-
dos, sino de su coincidencia espacial (Good-
child y Janelle, 2004). 

Aplicado a la educación, este enfoque per-
mite caracterizar ecosistemas educativos te-
rritoriales, integrando datos educativos con 
información sobre accesibilidad al transpor-
te, segregación residencial, densidad urbana, 
exposición a inundaciones u olas de calor, o 
distancia a redes de conectividad digital, en-
tre otras. Situar escuelas y trayectorias educa-
tivas dentro de estos entornos permite com-
prender las condiciones territoriales bajo las 
cuales funciona el sistema, lo que resulta fun-
damental para la planificación, la focalización 
de recursos y la gestión en entornos de alta 
vulnerabilidad.

Finalmente, el territorio puede analizarse 
como determinante educativo, es decir, como 
un conjunto de condiciones espaciales que 
influyen directamente en los resultados del 
sistema. Desde esta perspectiva, el análisis 
geoespacial permite estudiar cómo variables 
territoriales (como el tiempo de viaje entre 
hogares y centros educativos, la segregación 
escolar o la exposición a riesgos climáticos) 
impactan en resultados como la asistencia, la 
permanencia, la continuidad y el rendimien-
to académico. A diferencia del territorio como 
expresión o como contexto, esta dimensión 
incorpora el análisis causal, documentando 
cómo ciertas condiciones territoriales pro-
ducen efectos medibles sobre los resultados 
educativos. Es decir, el territorio actúa como 
factor explicativo de los resultados educativos. 

Esta dimensión es clave para el diseño de polí-
ticas educativas basadas en evidencia, ya que 
permite estimar los efectos diferenciales de 
variables territoriales y orientar intervenciones 
como la localización óptima de centros, los 
sistemas de transporte escolar, la expansión 
de conectividad digital, la planificación de in-
fraestructura resiliente o la adaptación de ca-
lendarios escolares a riesgos climáticos. Incor-
porar el territorio como determinante implica 
reconocer que la geografía no es un escena-
rio neutro, sino un componente estructural 
del sistema educativo que puede amplificar 
o reducir desigualdades.

Estas tres formas de incorporar el territorio 
permiten pasar de una descripción de cómo 
se organiza el sistema en el espacio, a una 
comprensión situada de los entornos donde 
operan escuelas y estudiantes y, finalmente, 
a una aproximación explicativa que relaciona 
condiciones territoriales con resultados edu-
cativos. En conjunto, ofrecen un marco con-
ceptual robusto para entender la educación 
en, con y desde el territorio, situando el aná-
lisis geoespacial como una herramienta cen-
tral para abordar desigualdades de acceso, 
oportunidades y resultados.

En las secciones siguientes, se profundiza en 
cómo la mirada geoespacial se ha aplicado 
específicamente al estudio de la accesibilidad 
educativa, tema central en la literatura y en el 
desarrollo de herramientas y políticas orienta-
das a reducir desigualdades territoriales. Lue-
go, a partir de casos de uso reales, se ilustra 
cómo el análisis espacial está siendo incorpo-
rado en la planificación, focalización y gestión 
educativa en la práctica.
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Box 1. ABC del análisis geoespacial: conceptos básicos

¿Qué es un Sistema de Infor-
mación Geográfica (SIG)?

Un Sistema de Información 
Geográfica (SIG o GIS por sus 
siglas en inglés) es una tecno-
logía diseñada para capturar, 

almacenar, manipular, analizar, gestionar y 
presentar datos geográficos o espaciales. 
En su esencia, un SIG integra datos basados 
en la ubicación, permitiendo observar, com-
prender, interpretar y visualizar información 
en formas que revelan relaciones, patrones 
y tendencias a través de mapas, reportes o 
gráficos (Latorre et al., 2024).

¿Cómo se ubican los datos 
en el territorio? 

El funcionamiento de un SIG 
se centra en la georreferen-
ciación, es decir, en la posibi-

lidad de asociar cada pieza de información 
con una ubicación específica en la superfi-
cie terrestre.  Para ello, son necesarios dos 
elementos: (i) las coordenadas del objeto 
(por ejemplo, latitud y longitud), y (ii) un Sis-
tema de Referencia de Coordenadas (SRC 
o CRS, por sus siglas en inglés), que define 
cómo esas coordenadas se corresponden 
con una ubicación real en la Tierra. Sin un 
SRC común, no sería posible superponer 
distintas capas de datos ni realizar cálculos 
espaciales coherentes.

¿Cómo se representan los 
datos espaciales?

Los datos espaciales se re-
presentan principalmente de 

dos formas: datos vectoriales y datos ráster. 
Los datos vectoriales modelan entidades 
geográficas como puntos, líneas o polígo-
nos, asociados a atributos almacenados en 
bases de datos estructuradas (Cobb, 2020). 
Los datos ráster, por su parte, están com-
puestos por matrices de celdas (píxeles), 
cada una con un valor numérico, y resultan 
especialmente útiles para representar su-
perficies continuas, como temperatura, uso 

del suelo o elevación. Ambos formatos pue-
den combinarse y constituyen la base para 
los procesos analíticos espaciales.

¿Qué permite hacer un SIG 
además de mapear?

Además de almacenar y re-
presentar información espa-
cial, los SIG permiten aplicar 

operaciones analíticas que ayudan a estu-
diar cómo los fenómenos se distribuyen y 
se relacionan en el territorio. Entre ellas se 
incluyen el cálculo de distancias y áreas de 
influencia, la superposición de capas, las 
uniones o joins espaciales, la transforma-
ción de objetos espaciales, los análisis de 
proximidad, los modelos de redes para es-
timar rutas o tiempos de viaje, y el uso de 
estadísticas espaciales para identificar pa-
trones de concentración, autocorrelación 
o segregación. Estas funciones amplían el 
alcance del SIG más allá de la cartografía y 
permiten utilizar la ubicación como fuente 
de análisis, interpretación y apoyo a decisio-
nes basadas en evidencia territorial.

Modelo vectorial
Puntos

Líneas

Polígonos

Modelo ráster
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2.2. ACCESIBILIDAD 
EDUCATIVA: CONCEPTOS, 
USOS Y EVIDENCIA
La accesibilidad educativa ha sido el punto 
de partida más extendido del análisis geoes-
pacial aplicado a la educación. El uso de SIG 
ha permitido caracterizar territorialmente las 
brechas entre oferta y demanda educativa, 
identificar zonas con baja cobertura escolar, 
estimar tiempos y costos de desplazamiento 
y analizar cómo la distancia, las condiciones 
de transporte o la distribución territorial de 
los centros educativos afectan la asistencia, 
la permanencia y la continuidad en el siste-
ma. Analizar la dimensión de la accesibilidad 
educativa permite generar evidencia para op-
timizar la localización de nuevas escuelas, pla-
nificar rutas de transporte escolar, evaluar la 
capacidad de absorción de la oferta educativa 
y orientar la asignación docente en territorios 
dispersos o de difícil acceso (GIS for Education 
Working Group, 2021).

La accesibilidad, como concepto analítico, 
excede ampliamente la idea de proximidad 
física. En la literatura se reconoce como un 
fenómeno multidimensional que combina 
características del territorio, condiciones tem-
porales, medios de desplazamiento y facto-
res individuales. Geurs y van Wee (2004) pro-
ponen un marco ampliamente utilizado que 
desglosa estas dimensiones en cuatro com-
ponentes, cada uno asociado a una pregun-
ta clave: a qué, cuándo, de qué modo y para 
quién (ver figura 29). Estos componentes per-
miten analizar la accesibilidad no solo como 
cercanía geográfica, sino como la posibilidad 
real de acceder a oportunidades educativas.

Una medida de accesibilidad idealmente de-
bería integrar los cuatro componentes men-
cionados (el sistema territorial, el tiempo, el 
transporte y las características individuales), 
ya que juntos capturan tanto la disponibilidad 
de oportunidades como la capacidad real de 
las personas para acceder a ellas. Sin embar-
go, en la práctica, las aproximaciones varían 
según el enfoque de medición adoptado. Al-

¿A qué?
Uso del suelo

¿Cuándo?
Tiempo

¿De qué modo?
Transporte

¿Para quién?
Características

individuales

Se refiere al sistema 
territorial, entendido 

como la relación entre la 
oferta de oportunidades 

(escuelas, empleos, 
hospitales, etc.), su 

calidad y distribución 
espacial, y la demanda 

desde los lugares de 
residencia de la 

población. También 
abarca la confrontación 
entre oferta y demanda, 

que puede generar 
competencia por 
actividades con 

capacidad limitada (por 
ej. vacantes escolares).  

Describe el sistema de 
transporte y los costos 

asociados a desplazarse 
entre un origen y un 

destino con un modo de 
transporte específico, 

considerando tiempo de 
viaje, costos monetarios, 

esfuerzo, confort, 
fiabilidad y riesgos, así 

como las características 
de la infraestructura 
(carreteras, horarios, 

velocidad, etc.)   

Incluyen las necesidades 
(edad, ingresos, 

educación, situación del 
hogar), las capacidades 

(movilidad, recursos 
disponibles) y las 

oportunidades (ingreso, 
presupuesto, nivel 

educativo) que 
determinan el acceso a 

servicios y otras 
actividades.

Describe las restricciones 
de tiempo, tanto por la 

disponibilidad de 
oportunidades en 

determinados horarios 
como por el tiempo del 

que disponen los 
individuos para participar 

en actividades.   

Figura 29. Dimensiones de accesibilidad educativa según Geurs y van Wee (2004)

Fuente: Elaboración propia con base en Geurs y Van Wee (2004).
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gunas medidas se centran en la infraestruc-
tura, examinando el desempeño de la red de 
transporte y las condiciones que facilitan o 
restringen el desplazamiento. Otras se orien-
tan a la localización, evaluando la proximidad 
espacial entre la población y las oportunida-
des a través de distancias o tiempos de viaje. 
Un tercer grupo pone el foco en la persona, 
incorporando las limitaciones y capacidades 
individuales que influyen en el acceso efecti-
vo, como ingresos, movilidad o disponibilidad 
de tiempo. Finalmente, existen medidas ba-
sadas en la utilidad, que buscan estimar los 
beneficios económicos o de bienestar asocia-
dos al acceso a determinadas oportunidades. 
Estas perspectivas no son excluyentes, pero 
reflejan distintas formas de operacionalizar un 
mismo concepto multidimensional: el acceso 
real y efectivo a los servicios y oportunidades 
educativas.

En educación, la accesibilidad se ha medido 
predominantemente a través de enfoques 
basados en la localización, que permiten esti-
mar con mayor precisión el acceso espacial a 
la oferta educativa. Estas aproximaciones in-
cluyen tres grandes tipos de medidas. Las me-
didas de distancia o conectividad capturan la 
proximidad entre hogares y escuelas, ya sea 
en términos de distancia física o de tiempo de 
viaje. Las medidas acumulativas o de contor-
no contabilizan el número de oportunidades 
educativas disponibles dentro de un radio o 
umbral temporal determinado, por ejemplo, 
cuántas escuelas son accesibles caminando 
menos de 30 minutos. Las medidas gravita-
cionales o potenciales, por su parte, ponde-
ran dichas oportunidades según su distancia 
o costo, integrando funciones de decaimiento 
que permiten estimar el atractivo relativo de 
cada centro según su cercanía o facilidad de 
acceso. Sin embargo, estas mediciones basa-
das únicamente en la localización presentan 
una limitación clave: contabilizar cuántas es-
cuelas hay cerca o qué tan rápido se puede 
llegar a ellas no garantiza un acceso efectivo 
si la demanda supera la capacidad instalada o 
si existe una alta densidad poblacional com-
pitiendo por los mismos espacios. Incorporar 
indicadores de cobertura potencial, capacidad 

de absorción y presión demográfica permite 
aproximarse a una accesibilidad ajustada por 
demanda, más cercana a la experiencia real 
de los estudiantes.

Por otra parte, la medición de la distancia no 
es un ejercicio neutral, sino una decisión me-
todológica que condiciona los resultados del 
análisis de accesibilidad. Las formas más sim-
ples (como la distancia euclidiana —en línea 
recta— o la distancia Manhattan —basada en 
grillas ortogonales—) permiten estimaciones 
rápidas, pero no capturan las condiciones rea-
les de movilidad en el territorio. Por ello, los 
estudios basados en redes de transporte han 
ganado relevancia, ya que permiten calcular 
distancias mínimas o rutas óptimas a través 
de infraestructuras peatonales, vehiculares 
o de transporte público. Esta aproximación 
ofrece una representación más precisa de la 
experiencia real de desplazamiento y puede 
incorporar métricas como la ubicación de pa-
radas, tiempos de espera, trasbordos o varia-
bilidad temporal del servicio (Haamer et al., 
2025).

Con la expansión de los SIG y los datos de mo-
vilidad, el tiempo de viaje ha pasado progresi-
vamente a ser el indicador predominante de 
accesibilidad (Pizzol et al., 2021). Este cambio 
responde a su capacidad para capturar no 
solo la distancia física, sino también la fric-
ción espacial asociada al desplazamiento en-
tre un origen y un destino. En este enfoque, 
la accesibilidad puede estimarse mediante 
el tiempo mínimo de viaje (ruta más rápida 
bajo condiciones óptimas), el tiempo acumu-
lado (tiempo necesario para llegar a múltiples 
oportunidades dentro de un umbral temporal 
determinado) o mediante modelos de fricción 
espacial, que aplican funciones de decaimien-
to para representar cómo la accesibilidad dis-
minuye a medida que aumenta la distancia, 
el tiempo o el costo del desplazamiento. 

En contextos urbanos y metropolitanos, don-
de los estudiantes disponen de múltiples mo-
dos de transporte, la accesibilidad requiere 
incorporar decisiones modales. Para ello, los 
estudios utilizan modelos econométricos, 
como el logit, que permiten estimar la pro-
babilidad de elección entre caminar, bicicleta, 
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transporte público o automóvil, integrando 
no solo variables espaciales (distancia, tiem-
po, conectividad), sino también atributos so-
cioeconómicos, percepciones de seguridad o 
restricciones de movilidad (Chica-Olmo et al., 
2018). Estos modelos permiten aproximarse a 
la accesibilidad efectiva, diferenciando entre 
las oportunidades disponibles y aquellas que 
son realmente alcanzables dadas las condi-
ciones del territorio, el sistema de transporte 
y las características de los usuarios.

Ahora bien, la accesibilidad a un centro edu-
cativo no siempre implica acceder a una 
oportunidad educativa de calidad. Este deba-
te ha llevado a incorporar en los estudios de 
accesibilidad atributos asociados a la calidad 
educativa (como composición social, tamaño 
de clase, tasas de deserción o condiciones del 
entorno), dando lugar a mediciones que pon-
deran no solo la distancia, sino también el va-
lor educativo de la oferta disponible (Pizzol et 
al., 2021). Con ello, la accesibilidad deja de ser 
solo una cuestión de ubicación y se vincula 
con la geografía de oportunidades educativas: 
no se trata únicamente de cuántas escuelas 
hay cerca, sino de qué tipo de oportunidades 
efectivas ofrece cada una (Moreno-Monroy et 
al., 2018).

Este desplazamiento del análisis (de la mera 
proximidad a la calidad y al valor educativo 
del acceso) abre la puerta a una dimensión 
central: la equidad espacial (Tate, 2008). El 
territorio no solo determina qué escuelas es-

tán accesibles, sino también quiénes pueden 
acceder a qué tipo de escuelas. Factores te-
rritoriales como la segregación residencial, la 
conectividad del transporte, la inseguridad, la 
exposición a riesgos ambientales o la estruc-
tura urbana condicionan la distribución real de 
oportunidades educativas (Fondo de Investi-
gación y Desarrollo en Educación, 2016). Así, el 
territorio no solo organiza la oferta educativa, 
sino que también distribuye, de manera des-
igual, las posibilidades de aprender, permane-
cer y progresar en el sistema educativo.

Aquí, el análisis geoespacial aporta una venta-
ja metodológica central: permite detectar con 
mayor precisión cómo estas desigualdades 
se expresan en el territorio (Vélez y Solórzano, 
2023). A diferencia de medidas tradicionales 
como el índice de disimilitud o el coeficiente 
de Gini, los SIG permiten medir no solo la se-
gregación, sino también su efecto sobre la ac-
cesibilidad educativa real, capturando cómo 
ciertos grupos quedan sistemáticamente más 
lejos, con menor disponibilidad o acceden a 
escuelas de menor calidad (Reardon y O’Su-
llivan, 2004; Cobb, 2020). En América Latina, 
donde la estructura urbana y la segregación 
residencial generan patrones de desigualdad 
altamente visibles en el territorio, los estudios 
de accesibilidad han adoptado crecientemen-
te esta perspectiva de equidad espacial en la 
accesibilidad educativa (Hernández, 2018; Na-
vas et al., 2022; Pizzol et al., 2021; Tiznado-Ai-
tken et al., 2021; Vecchio et al., 2020).
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Box 2. CIMA: un nuevo repositorio geoespacial de datos  
educativos en ALC 

Con el objetivo de fortalecer las capacidades 
de los países para incorporar la dimensión 
territorial en la planificación educativa y pro-
mover el uso de evidencia geoespacial en 
educación, CIMA ha emprendido el desafío 
de construir el primer repositorio geoespa-
cial de centros educativos públicos de edu-
cación primaria y secundaria en ALC.

Se trata de un esfuerzo de armonización, sis-
tematización y validación de calidad que re-
úne, en una misma base, la ubicación geo-
gráfica de los centros educativos junto con 
sus atributos más relevantes: tipo y nivel de 
oferta, matrícula, turnos, número de docen-
tes y características de infraestructura. La 
priorización de fuentes oficiales (registros 
administrativos de ministerios de educación 
y entidades subnacionales) permite preser-
var la trazabilidad y comparabilidad entre 
países, aun en contextos de alta heteroge-
neidad institucional.

Actualmente, el repositorio incluye infor-
mación proveniente de 20 de los 26 países 
miembros del BID, abarcando cerca de me-
dio millón de centros educativos públicos 
georreferenciados (ver figura 30). Este pro-
ceso ha permitido no solo compilar infor-
mación existente, sino también visibilizar 
brechas y oportunidades para mejorar la ca-
lidad de los datos geoespaciales educativos 
en la región.

Los ejercicios de control de calidad realizados 
revelaron desafíos recurrentes: coordenadas 
imprecisas o fuera del territorio nacional, 
centros ubicados en municipios distintos a 
los reportados administrativamente, dupli-
cidades en códigos o nombres de escuelas, 
diferencias entre fuentes nacionales (catas-
tros, censos, registros ministeriales) y ausen-
cia de metadatos que permitan conocer el 
origen, fecha o precisión de los registros. 

Estos hallazgos evidencian que trabajar con 
datos georreferenciados implica mucho 
más que “mapear” escuelas: requiere estan-
darizar, depurar y validar sistemáticamente 
la información, además de fortalecer capa-
cidades técnicas en los ministerios.

Una lección clave de este esfuerzo es que 
la forma más efectiva de mejorar los datos 
es usarlos. Al someter los registros a análisis 
espaciales concretos (como estimar acce-
sibilidad, detectar vacíos territoriales o eva-
luar cobertura) emergen inconsistencias, se 
generan aprendizajes y se fortalecen los sis-
temas nacionales. Avanzar hacia un reposi-
torio geoespacial de centros educativos ro-
busto no es solo una tarea técnica, sino una 
inversión estratégica para habilitar decisio-
nes educativas más equitativas, eficientes y 
sensibles al territorio.

Acceso al repositorio

El repositorio de Geospatial Analytics de la 
División de Educación del BID pone a dispo-
sición la documentación técnica, los meta-
datos, los reportes de calidad y los scripts de 
análisis asociados al repositorio geoespacial 
educativo de CIMA. Estos insumos permi-
ten comprender la estructura del conjunto 
de datos, evaluar su calidad y facilitar su uso 
en análisis geoespaciales y aplicaciones de 
política educativa.

Los datos geoespaciales de centros educa-
tivos se encuentran disponibles a través del 
SCL Data Lake y pueden ser accedidos pre-
via solicitud de permisos de acceso.

Repositorio GitHub:

https://github.com/BID-DATA/geospatial_
analytics_scl/tree/main/sector/EDU

SCL Data Lake:

https://scldata.iadb.org/users/sign_in
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Figura 30. Número de edificios educativos georreferenciados en América Latina y el Caribe

Fuente: Elaboración propia con base en repositorio Education Facilities.

Tal como se planteó en la sección anterior, 
el territorio puede actuar como determinan-
te del sistema educativo, generando efectos 
medibles sobre los resultados. En esta línea, 
la literatura ha comenzado a incorporar explí-
citamente la accesibilidad educativa (opera-
cionalizada mediante variables como la dis-
tancia entre hogares y centros educativos o 
el tiempo de desplazamiento como factor ex-
plicativo de trayectorias escolares, asistencia, 
rendimiento y permanencia. 

La evidencia empírica muestra consistente-
mente que mayores costos de desplazamien-
to (ya sea en términos de distancia, tiempo de 
viaje o accesibilidad limitada) tienen efectos 
negativos sobre la asistencia, la permanencia, 
el rendimiento académico y los años de esco-
laridad acumulados. En América Latina, Bau-
tista-Hernández (2023) encuentra que, en el 
área metropolitana de Ciudad de México, un 
mayor acceso potencial a educación secun-
daria y superior se asocia con un incremen-
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to en los años promedio de escolaridad. En 
Guatemala, Vuri (2007) muestra que reducir 
la distancia a la escuela primaria aumenta la 
probabilidad de asistencia, al disminuir el cos-
to de oportunidad que enfrentan los hogares 
en la asignación del tiempo de los niños y las 
niñas entre estudio, trabajo y tareas domés-
ticas. En Santiago de Chile, Contreras et al. 
(2018) estiman, mediante la combinación de 
datos georreferenciados y modelos de apren-
dizaje supervisado (machine learning), que 
un aumento de una desviación estándar en el 
tiempo de viaje hogar–escuela reduce entre 
un 4 % y un 13 % los puntajes en las pruebas 
SIMCE, aun controlando por calidad escolar. 
En Recife, Tigre et al. (2017) utilizan la distancia 
promedio a las escuelas más cercanas como 
variable instrumental y muestran que cada 
hora adicional de desplazamiento puede re-
ducir hasta 0,75 desviaciones estándar el des-
empeño escolar. 

Estos hallazgos en la región son consistentes 
con estudios internacionales. En China, Cheng 
(2025) encuentra que cada 10 minutos adicio-
nales de viaje reducen los puntajes de estu-
diantes de secundaria baja en 0,017 desviacio-
nes estándar. En Washington D.C., Blagg et 
al. (2018) muestran que mayores tiempos de 
viaje aumentan el ausentismo y la probabili-
dad de cambio de escuela, aunque no siem-
pre afectan los puntajes. En Noruega, Falch 
et al. (2013) evidencian que un menor tiem-
po de desplazamiento incrementa la proba-
bilidad de graduación, especialmente entre 
estudiantes de bajo desempeño previo. En la 
educación superior, la literatura mantiene la 
misma tendencia. Kobus et al. (2015) mues-
tran que, en universidades neerlandesas, ma-
yores tiempos de viaje disminuyen la asisten-
cia y el rendimiento académico. De manera 
similar, Burzacchi et al. (2025), utilizando da-
tos de GPS y modelos mixtos, confirman que 
mayores tiempos de desplazamiento afectan 
negativamente las calificaciones en el primer 
año universitario.

En conjunto, esta evidencia confirma que la 
accesibilidad no es solo un atributo descrip-
tivo del territorio, sino un determinante edu-
cativo clave, con capacidad de influir directa-

mente en trayectorias escolares, desempeño 
y permanencia. Incorporar esta dimensión en 
la planificación educativa permite trascender 
el diagnóstico y orientar decisiones estratégi-
cas sobre dónde construir, cómo redistribuir, a 
quién priorizar y qué soluciones logísticas im-
plementar. Desde la asignación de recursos 
e infraestructura hasta el diseño de rutas de 
transporte escolar, la reorganización territorial 
de centros, los programas de movilidad estu-
diantil o la localización óptima de nuevas es-
cuelas y servicios complementarios, el análisis 
geoespacial de la accesibilidad se convierte 
en una herramienta central para avanzar si-
multáneamente en eficiencia, equidad y ca-
lidad educativa. En este marco, los SIG dejan 
de ser meros instrumentos de visualización 
para consolidarse como plataformas de de-
cisión, capaces de traducir datos territoriales 
en políticas concretas. La siguiente sección 
presenta casos reales implementados en la 
región, donde este enfoque ha sido utilizado 
para guiar intervenciones educativas promo-
vidas por el BID.

2.3. APLICACIONES GEOESPA-
CIALES PARA LA POLÍTICA EDU-
CATIVA: SEIS EXPERIENCIAS 
CLAVE
Los estudios y proyectos que se presentan a 
continuación muestran cómo, desde el BID, 
la dimensión geoespacial se está incorporan-
do progresivamente en distintos contextos 
de ALC para responder preguntas clave de 
política educativa. Se trata de experiencias di-
versas, que abarcan desde análisis orientados 
a generar diagnósticos y evidencia empírica 
hasta iniciativas diseñadas para transformar 
esa evidencia en soluciones concretas para la 
planificación y la gestión territorial del siste-
ma educativo.

En algunos casos, el análisis geoespacial per-
mitió visibilizar fenómenos emergentes que 
afectan directamente las trayectorias educa-
tivas, como la identificación de áreas y cen-
tros educativos expuestos a calor extremo, 
o la generación de evidencia sobre cómo las 
precipitaciones intensas, combinadas con in-
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fraestructura vial deficiente, condicionan la 
asistencia escolar. En otros, se utilizó como 
insumo operativo para orientar decisiones es-
tratégicas, tales como planificar la expansión 
de infraestructura educativa, identificar terri-
torios con déficit de oferta escolar o reorgani-
zar rutas de transporte escolar fluvial, consi-
derando variaciones en los niveles de los ríos 
asociadas al cambio climático.

Los casos aquí presentados tienen distintos 
niveles de avance y madurez. Para su presen-

tación han sido estructurados con base en 
tres ejes: (i) problema educativo, (ii) aporte del 
análisis geoespacial y (iii) resultados y próxi-
mos pasos.

En conjunto, estas experiencias muestran que 
el análisis geoespacial puede aportar insumos 
concretos para el diagnóstico, la planificación 
y la gestión educativa. También evidencian 
su potencial para avanzar hacia sistemas más 
equitativos, eficientes y sensibles a las realida-
des territoriales.

El problema educativo 
En El Salvador, solo un 70 % de los jóvenes lo-
gra completar la educación secundaria baja, 
una de las tasas más bajas de la región (CIMA, 
2025). La deserción se intensifica precisamen-
te en la transición de noveno a décimo grado, 
donde confluyen la falta de oferta educativa, 
las limitaciones de infraestructura y diversos 
factores socioeconómicos. Además, las soli-
citudes de ampliación o rehabilitación esco-
lar solían originarse desde los propios centros 
educativos o en dependencias locales, mo-
tivadas principalmente por necesidades de 
mantenimiento o aspiraciones internas, sin un 
criterio territorial ni basado en evidencia. Para 
enfrentar este problema, el BID apoya al Mi-
nisterio de Educación de El Salvador median-
te un programa que incluye inversiones en 
infraestructura escolar para ampliar la cober-
tura y reducir el abandono.

¿Qué aporta el análisis geoespacial?
Para focalizar mejor la inversión y planificarla 
de forma sistemática, se realizó un análisis que 
combinó datos geoespaciales de los centros 
educativos con información administrativa de 
matrícula y abandono a nivel de estudiante. 
Este enfoque permitió rastrear las trayectorias 
reales de los estudiantes entre noveno y déci-
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Por: Santiago Rosas (Consultor en Políticas Públicas) · Gonzalo Aguilar (Consultor en Políticas 
Públicas) · Carla Solís (Consultora en Análisis Geoespacial) · Juan Maragall (Especialista Líder en 
Educación, BID)

mo grado, identificar patrones territoriales de 
abandono y vincularlos con la oferta educati-
va disponible.

A partir de los registros del Sistema de Ges-
tión Escolar (SIGES), se realizó un seguimiento 
de cada estudiante que cursó noveno grado 
en 2023 para determinar su situación en 2024: 
si continuaba en la misma escuela, se había 
trasladado a otra o había abandonado los es-
tudios. Con esta información se consolidaron 
los flujos de movilidad estudiantil por centro, 
lo que permitió identificar cuáles concentra-
ban mayores niveles de abandono y cuáles re-
cibían más estudiantes.

Posteriormente, se georreferenciaron las es-
cuelas con los mayores volúmenes de aban-
dono y se delimitaron áreas isócronas32 de 30 
minutos a pie alrededor de cada una. Dentro  
de estas zonas se identificaron todas las es-
cuelas cercanas y se contabilizaron los casos 
de abandono registrados al finalizar noveno 
grado (ver figura 31). Asimismo, se evaluó la 
capacidad de los centros educativos que ofre-
cen décimo grado, utilizando como proxy el 
número de estudiantes matriculados por aula.

32 Una isócrona es una representación geoespacial que deli-
mita el área accesible desde un punto en un tiempo determi-
nado, según un modo de transporte y condiciones reales de 
desplazamiento.
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Fuente: Elaboración propia con base en datos 
de SIGES (2023).

Nota: El polígono corresponde a un área isó-
crona de 30 minutos alrededor del CE 11009, 
identificado como el origen (verde). Se mues-
tran todos los centros escolares de la zona con 
casos de abandono al terminar 9.º grado (rojo). 
La oferta pública de 10. ° grado se representa 
en amarillo o azul, dependiendo de si el centro 
también ofrece 9.º grado. Sin embargo, en este 
caso no se registran centros con 10. ° grado.

Figura 31. Zona de abandono en el municipio de Ciudad Arce, La Libertad Centro
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Este análisis permitió clasificar las zonas iden-
tificadas como Zonas Prioritarias para Trayec-
torias Educativas Completas (ZPTEC) (ver fi-
gura 32) y distinguir entre aquellas donde el 
abandono podría explicarse por falta de ofer-
ta educativa (en función de la capacidad de 
absorción de los centros que ofrecen décimo 
grado) y aquellas donde parecerían predomi-
nar otros factores no vinculados a la infraes-
tructura o a la disponibilidad de cupos.

Resultados y próximos pasos
El análisis permitió identificar, por primera 
vez, territorios específicos donde el abandono 
escolar en la transición de noveno a décimo 
grado podría estar asociado a limitaciones en 
la oferta educativa. Esta evidencia facilitó la 
clasificación de zonas según sus característi-
cas y la definición de intervenciones diferen-
ciadas, adaptadas a las necesidades de cada 
territorio. Entre las opciones de política consi-
deradas se encuentran la apertura de nuevas 
secciones en escuelas que ya ofrecen décimo 
grado, la creación de oferta de décimo y undé-

cimo grado en centros que actualmente solo 
llegan hasta noveno, y la implementación de 
subsidios de transporte para estudiantes cuyo 
centro educativo más cercano con cupos dis-
ponibles no es accesible a pie.

Dado que el análisis se basó en distancias y 
tiempos, sin incorporar factores cualitativos 
como la accesibilidad real (por ejemplo, el es-
tado de las vías, la seguridad o la disponibili-
dad de transporte), el prestigio o la percepción 
de calidad de los centros educativos, fue ne-
cesario complementar los resultados con una 
validación en campo. Funcionarios en territo-
rio verificaron la factibilidad de las propuestas 
e incorporaron información contextual clave 
(como accesibilidad efectiva, reputación ins-
titucional y capacidad de gestión), lo que per-
mitió ajustar las soluciones para garantizar su 
pertinencia y viabilidad.
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Figura 32. ZPTEC seleccionadas en el departamento de 
La Libertad

Fuente: Elaboración propia con base en datos de SIGES (2023).

Nota: Las áreas en rojo corresponden a las ZPTEC clasificadas 
con los índices más altos de abandono a nivel nacional. El nú-
mero dentro cada zona corresponde al código del CE con el ma-
yor nivel de abandono en esa ZPTEC.
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A partir de este análisis y su validación, se for-
muló un plan nacional de inversión focalizado 
en las zonas donde la falta de oferta educati-
va constituye una barrera para la continuidad 
escolar. El enfoque geoespacial permitió prio-
rizar los territorios con mayores necesidades, 
diseñar soluciones diferenciadas basadas en 
evidencia y orientar los recursos hacia inter-
venciones que fortalecen la permanencia y las 
trayectorias educativas, optimizando al mismo 
tiempo la eficiencia de la inversión pública.

DEL MAPA A LA DECISIÓN: DASHBOARD GEOESPACIAL PARA OPTIMIZAR 
LA EXPANSIÓN DE INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA EN BRASIL
Por: Claudio Ortega (Científico de Datos, Autodash) · João Cossi (Especialista Senior en Educa-
ción, BID) · Martim Aguiar (Consultor en Educación, BID)

El problema educativo
Brasil enfrenta un desafío estructural para pla-
nificar la expansión de su infraestructura edu-
cativa de manera eficiente y equitativa. Aun-
que el país dispone de datos administrativos 
robustos, la toma de decisiones para invertir 
en la construcción de nuevas aulas o la amplia-
ción de escuelas sigue estando fragmentada, 
dependiente de solicitudes locales y con esca-
sa articulación territorial. Esta situación limita 
la capacidad de las Secretarías de Educación 
municipales y estatales para anticipar la de-

manda, identificar zonas críticas de cobertura 
y asignar recursos con base en evidencia. Se 
requiere una herramienta que permita visua-
lizar, en un mismo espacio, dónde se ubica la 
población en edad escolar, cuántas aulas exis-
ten, cuál es su capacidad, así como también 
los territorios dónde se presentan los mayores 
déficits. Todo ello con el nivel de detalle territo-
rial y la flexibilidad necesarios para responder 
al tamaño y la enorme diversidad del país.
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¿Qué aporta el análisis geoespacial?
El Dashboard33 de Gestión de la Expansión 
Escolar permite estimar la brecha de infraes-
tructura educativa y ofrecer recomendaciones 
basadas en datos para la ubicación de nuevas 
aulas, considerando la capacidad actual de los 
centros educativos y la distribución de la po-
blación en edad escolar. La demanda potencial 
se estima utilizando la capa poblacional obte-
nida a partir del Censo del Instituto Brasileño 
de Geografía y Estadística (IBGE) de 2022. Esta 
capa se refina con las pirámides etarias del SI-
DRA, la base de datos pública del IBGE, para 
estimar, a nivel del sector censal, el número de 
niños, niñas y adolescentes en edad escolar 
por nivel educativo. También se complementa 
con los mapas de alta resolución de densidad 
poblacional de Meta, que permiten distribuir la 
población en unidades espaciales mediante el 
sistema de grillas hexagonales H3. 

Esta información se cruza espacialmente con 
datos sobre los centros educativos existen-
tes, como sus coordenadas georreferencia-
das (GeoBR, 2023), y con información sobre 
su capacidad física, sus matrículas y las capa-
cidades de sus equipos (Censo Escolar INEP, 
2024). Esto permite estimar la presión poten-
cial sobre la infraestructura disponible. A tra-
vés de una aplicación interactiva, los usuarios 
pueden analizar y visualizar la demanda de 
aulas en distintos niveles educativos en los 
26 estados y el Distrito Federal, seleccionar 
municipios o regiones completas, ajustar pa-
rámetros como matrícula y capacidad, y ge-
nerar reportes con mapas y tablas que iden-
tifican los territorios con mayor necesidad de 
infraestructura escolar. 

El sistema H3 facilita un análisis flexible y es-
calable, adaptable a distintos niveles de de-
talle según las necesidades del usuario.  Por 
ejemplo, la resolución H3-5 (~2,56 km²) resulta 
adecuada para estudiar dinámicas a nivel de 
vecindario; la H3-6 (~0,65 km²) permite un aná-
lisis a nivel de manzana o sector urbano; la H3-7 
(~0,16 km²) se orienta al estudio de complejos 
educativos específicos; mientras que la H3-8 

33 También llamados tableros de control, los dashboards son 
herramientas visuales que integran y organizan indicadores 
para facilitar el monitoreo, el análisis y la toma de decisiones.

(~0,04 km²) posibilita la observación a escala 
de edificaciones individuales.  Cada celda hexa-
gonal agrega variables clave, como la matrícu-
la estudiantil desde la educación infantil (Cre-
che) hasta la secundaria alta (Ensino Médio), 
los turnos de funcionamiento (diurno, integral 
o nocturno), el número de salones existentes 
y la cantidad de escuelas por nivel educativo. 
A partir de esta estructura, la herramienta cal-
cula automáticamente la brecha entre oferta 
y demanda de aulas según parámetros defi-
nidos por el usuario, como el número ideal de 
estudiantes por aula o la capacidad máxima 
por turno.

Resultados y próximos pasos
El dashboard permite a los usuarios definir 
los parámetros principales del análisis (esta-
do, municipio, nivel educativo y tamaño de los 
hexágonos) y ajustar los valores utilizados en el 
cálculo de las brechas de infraestructura. Esto 
favorece una adaptación contextual de los re-
sultados y fortalece el rol activo de las Secreta-
rías de Educación en la planificación territorial. 

A partir de esta integración, la herramienta 
genera mapas y tablas que muestran, con 
precisión geográfica, dónde se requieren 
nuevas aulas, ampliaciones o la construcción 
de escuelas. Por primera vez, es posible es-
timar las necesidades de infraestructura no 
solo a escala nacional o municipal, sino tam-
bién dentro de zonas específicas del territorio, 
lo que permite evidenciar patrones espaciales 
de demanda que antes permanecían ocultos.

La aplicación traduce estos cálculos en reportes 
interactivos donde cada hexágono se colorea 
según la cantidad estimada de aulas adiciona-
les necesarias (ver figura 33). Esta visualización 
permite identificar rápidamente las áreas con 
mayor déficit, comparar necesidades entre re-
giones y profundizar el análisis por nivel edu-
cativo, fortaleciendo así la toma de decisiones 
basadas en evidencia geoespacial.

Si bien se trata de una herramienta avanzada, 
todavía presenta algunas limitaciones. En su 
estado actual, el modelo no incorpora restric-
ciones de accesibilidad dentro de cada hexá-
gono (como ríos, montañas o carreteras) que 
pueden afectar la conectividad real entre co-
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Figura 33. Aulas adicionales requeridas por hexágono en Belém, Pará

Fuente: Dashboard de Gestión de la Expansión Escolar (versión en desarrollo).

Nota: La figura muestra la demanda de infraestructura escolar mediante filtros territoriales y por nivel educativo. La escala de colores in-
dica el nivel de necesidad y facilita la identificación de zonas prioritarias para la expansión. La calculadora de necesidades permite ajustar 
parámetros como población, participación en la red pública o tamaño de las aulas, y analizar distintos escenarios de planificación.
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munidades cercanas. Por otro lado, aunque 
Brasil dispone de datos educativos de alta ca-
lidad, estos se actualizan anualmente y pue-
den no reflejar cambios recientes en la matrí-
cula. Para superar esta limitación, se proyecta 
incorporar una funcionalidad que permita a 

los usuarios actualizar directamente la infor-
mación por escuela dentro de la plataforma. 
Esto permitiría mejorar la precisión, la vigencia 
y la relevancia del diagnóstico, consolidando 
la herramienta como un insumo permanente 
para la planificación educativa territorial.

CALOR EXTREMO Y EDUCACIÓN: UN ANÁLISIS GEOESPACIAL DE 
EXPOSICIÓN, VULNERABILIDAD Y RIESGO EDUCATIVO EN ALC
Por: María Soledad Bos (Asesora, Sector Social, BID) · Ana María Páez Trujillo (Consultora, BID) · 
Liora Schwartz (Consultora, BID)

Problema educativo
El calor extremo es una amenaza creciente 
para los sistemas educativos de ALC, con im-
pactos que ya se sienten y que se intensifi-
carán en las próximas décadas. La exposición 
a temperaturas elevadas puede provocar el 
cierre de escuelas cuando no existen condi-
ciones mínimas para garantizar la seguridad 
y el bienestar de los estudiantes. Un ejemplo 
reciente ocurrió en 2025 en Río Grande do Sul, 
Brasil, donde más de 2.300 establecimientos 

suspendieron clases por falta de ventilación 
y agua, afectando a 700.000 estudiantes (G1 
Globo, 2025; Rogero, 2025). Incluso cuando las 
escuelas permanecen abiertas, las altas tem-
peraturas incrementan el ausentismo, con 
estimaciones que muestran que en días con 
más de 32 °C la probabilidad de faltar a clases 
aumenta en un 16 % (McCormack et. al, 2023). 

El calor también deteriora las condiciones en 
las aulas. En los docentes, reduce la producti-
vidad en tareas cognitivas hasta en un 9 % al 
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pasar de 23 °C a 30 °C (Seppanen et al., 2006; 
Wargocki y Wyon, 2017), mientras que en los 
estudiantes provoca fatiga, somnolencia y 
menor capacidad de concentración, lo que li-
mita sus posibilidades de aprendizaje (Tian et 
al., 2021; Wargocki y Wyon, 2007; Wargocki y 
Wyon, 2013). Estos efectos inmediatos redu-
cen el tiempo efectivo de estudio y compro-
meten la calidad de la enseñanza; con el tiem-
po se traducen en pérdidas de aprendizajes 
y trayectorias educativas más frágiles. La evi-
dencia confirma que el calor extremo no solo 
afecta lo que los estudiantes aprenden cada 
año, sino también sus posibilidades de mante-
nerse en la escuela: un estudio global encon-
tró que cada día con temperaturas superiores 
los 26,7 °C se asocia con una reducción del 1% 
en los aprendizajes de un año escolar (Park 
et al., 2021). En Brasil se ha documentado que 
más días con temperaturas superiores a 34 °C 
incrementan la tasa de abandono escolar en 
un 5,1 % (Costa y Goldemberg, 2025). 

Para implementar respuestas efectivas (como 
mejorar la infraestructura educativa para ga-
rantizar el confort térmico en el aula, flexibilizar 
los calendarios escolares en los periodos de 
mayor calor o activar modalidades de educa-
ción a distancia para mantener la continuidad 
del aprendizaje cuando la presencialidad no 
es posible) es indispensable identificar dón-
de se concentran las escuelas y los estudian-
tes más expuestos a temperaturas extremas 
y con menor capacidad de respuesta.  Contar 
con esta información permite orientar los re-
cursos hacia donde más se necesitan y pla-
nificar intervenciones que reduzcan el riesgo 
educativo asociado al calor extremo.

Para comprender mejor este desafío y orien-
tar las intervenciones educativas, el BID desa-
rrolló la publicación Educación a prueba de 
calor en América Latina y el Caribe. Un ele-
mento central del estudio fue identificar dón-
de se encuentran las escuelas, los estudiantes 
y los docentes más expuestos a altas tempe-
raturas y con menor capacidad de respuesta.

¿Qué aporta el análisis geoespacial? 
El análisis geoespacial permitió integrar in-
formación educativa, climática y socioeconó-

mica para estimar, con precisión territorial, la 
exposición y la vulnerabilidad de los sistemas 
educativos de ALC frente al calor extremo.

Para ello, se utilizaron datos georreferencia-
dos del Repositorio de Centros Educativos del 
BID, que incluyen la ubicación de cada escue-
la, su matrícula y la cantidad de docentes. Esta 
información se combinó con proyecciones 
climáticas de alta resolución (escenario SSP3-
7.0, período 2026–2075), a partir de las cuales 
se estimaron la frecuencia y la intensidad de 
las olas de calor (definidas como tres o más 
días consecutivos con temperaturas máximas 
extremas) en cada municipio.

Posteriormente, se incorporó un indicador de 
vulnerabilidad socioeconómica (la tasa de po-
breza a nivel municipal) como aproximación a 
la capacidad adaptativa del sistema educativo 
(BID, 2023). Al combinar la exposición climáti-
ca, la concentración de población escolar y la 
vulnerabilidad socioeconómica, fue posible 
identificar los territorios donde el calor extre-
mo puede afectar con mayor severidad la con-
tinuidad educativa y el aprendizaje.

Este enfoque permitió pasar de estimaciones 
generales a un diagnóstico espacialmente 
detallado, útil para priorizar territorios, orien-
tar intervenciones e incorporar la variable cli-
mática en la planificación educativa.

Resultados y próximos pasos
El análisis geoespacial realizado para ALC 
confirma que la exposición de estudiantes, 
docentes y escuelas al calor extremo es am-
plia y, en varios países, alcanza niveles que 
podrían comprometer el funcionamiento del 
sistema educativo en su conjunto. Además, al 
combinar esta exposición con indicadores de 
vulnerabilidad socioeconómica, se identifican 
zonas críticas de riesgo donde las altas tem-
peraturas coinciden con una baja capacidad 
de respuesta (ver figura 34). 

Estos resultados ofrecen un mapa claro de las 
zonas donde se requieren medidas urgentes 
para fortalecer la resiliencia educativa. La evi-
dencia apunta a que los riesgos no son ho-
mogéneos: algunos territorios concentran 
grandes volúmenes de escuelas expuestas, 
mientras que en otros la amenaza está más 
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Figura 34. Número de escuelas ubicadas en municipios con olas de calor superiores a 26,7 °C y con baja capacidad 
de adaptación al calor extremo

Fuente:  Bos, Contreras y Schwartz (2025).

Nota: El mapa muestra el número de escuelas expuestas a una amenaza alta o muy alta por calor extremo, combinando exposición 
climática proyectada, matrícula escolar y vulnerabilidad socioeconómica. La escala de color representa la cantidad de escuelas en cada 
zona.
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dispersa, lo que exige respuestas diferencia-
das. Este diagnóstico constituye un primer 
paso para orientar recursos, priorizar interven-
ciones y avanzar hacia soluciones adaptativas 
(desde infraestructura resiliente hasta calen-
darios flexibles y planes de continuidad) que 
permitan proteger los aprendizajes frente al 
aumento de las temperaturas. 

Más allá de estos hallazgos, el valor del enfo-
que radica en las posibilidades que abre. Al 
vincular datos educativos georreferenciados 
con proyecciones climáticas, es posible iden-

tificar el tipo de amenaza que enfrenta cada 
escuela, estudiante y docente, pasando de un 
panorama regional a diagnósticos muy es-
pecíficos a nivel local. Si bien en este caso se 
analizó el calor extremo, cuyo patrón espacial 
tiende a ser relativamente uniforme dentro de 
cada municipio, el potencial de la metodolo-
gía es aún mayor frente a fenómenos con alta 
variación territorial, como huracanes, inunda-
ciones o deslizamientos, donde la ubicación 
exacta de cada establecimiento resulta deci-
siva para planificar respuestas diferenciadas.   
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Cabe destacar que, si bien el estudio permi-
te identificar con precisión los territorios ex-
puestos al calor extremo y con menor capa-
cidad de respuesta, aún enfrenta limitaciones 
importantes asociadas a la disponibilidad y 
la calidad de los datos. La mayoría de los paí-
ses no cuenta con información sistemática y 
georreferenciada sobre las características de 
la infraestructura escolar, la disponibilidad de 
servicios básicos (agua, ventilación, energía), o 
la existencia de planes de adaptación y proto-

colos de continuidad frente a eventos climá-
ticos. Tampoco existen registros consistentes 
sobre ausentismo, cierres escolares o afecta-
ciones educativas vinculadas específicamen-
te a olas de calor. La incorporación de estos 
datos permitiría pasar de un diagnóstico cen-
trado en la exposición a un análisis más com-
pleto del impacto y la capacidad adaptativa, 
identificar umbrales críticos y orientar inter-
venciones priorizadas según el nivel de riesgo 
de cada escuela o territorio.

INFRAESTRUCTURA VULNERABLE, LLUVIAS EXTREMAS Y ASISTENCIA 
ESCOLAR: ESTUDIO GEOESPACIAL EN MONTEVIDEO
Por: Martín Hanz (Consultor en Transporte, BID) · María Eugenia Rivas (Especialista Sénior en 
Transporte, BID)

El problema educativo
Los niveles de ausentismo en la educación pri-
maria en Uruguay son sostenidamente altos: 
los estudiantes asisten, en promedio, a unos 
160 días por año, lo que implica perder alrede-
dor de 20 jornadas lectivas (ANEP-CODICEN, 
2023). En términos acumulados, esto equivale 
a perder hasta un año completo de clases du-
rante los seis años de escolaridad básica. Este 
dato ubica a Uruguay entre los países con ma-
yor ausentismo de la región.

Si bien existen factores estructurales asocia-
dos a la inasistencia escolar, comprender los 
determinantes territoriales de la problemáti-
ca es clave para avanzar hacia soluciones más 
focalizadas y efectivas. En Uruguay, como en 
gran parte de la región, una proporción signifi-
cativa de estudiantes depende de la caminata 
como principal medio para acceder a sus cen-
tros educativos, especialmente en áreas peri-
féricas o con menor cobertura de transporte 
público. Sin embargo, este desplazamiento 
ocurre muchas veces en entornos caracteriza-
dos por infraestructura vial deficiente, ausen-
cia de aceras, falta de drenaje y baja resiliencia 
frente a eventos climáticos (Rivas y Serebrisky, 
2021). Estas condiciones generan barreras físi-
cas que no solo dificultan el acceso, sino que 
profundizan las desigualdades existentes en-
tre estudiantes según su lugar de residencia.

El impacto de estas vulnerabilidades se agu-
diza cuando se combinan con factores ex-
ternos, como las precipitaciones intensas o 
las inundaciones. En contextos donde la in-
fraestructura no está preparada para evacuar 
el agua ni proteger la movilidad peatonal, la 
lluvia puede transformar trayectos cotidianos 
en desplazamientos inseguros o directamen-
te imposibles, interrumpiendo los servicios 
educativos y afectando la asistencia escolar. 
La evidencia internacional muestra cómo los 
eventos climáticos extremos (como lluvias, 
inundaciones o temperaturas elevadas) afec-
tan la asistencia y el desempeño de los es-
tudiantes, con impactos diferenciales entre 
quienes viven en infraestructuras resilientes 
y quienes enfrentan condiciones precarias 
(Randell y Gray, 2016, 2019; McCormack, 2023).

¿Qué aporta el análisis geoespacial?
El uso de datos geoespaciales ofrece un mar-
co riguroso para estudiar la interacción entre 
la infraestructura de movilidad, las condicio-
nes climáticas y la asistencia escolar. Un estu-
dio actualmente en desarrollo por la División 
de Transporte del BID, en coordinación con la 
División de Educación del mismo organismo, 
busca analizar en qué medida las precipita-
ciones afectan la asistencia a clases y cómo la 
calidad de la infraestructura utilizada por los 
estudiantes en sus desplazamientos hacia los 
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Figura 35. Ubicación de escuelas y estudiantes, y estado de la infraestructura vial en Montevideo, Uruguay

Panel A – Escuelas y estudiantes  
(isócrona de 15 min a pie)

Panel B – Estado de la infraestruc-
tura vial

Fuente: Elaboración propia con base en datos de ANEP e IM.

Nota: La figura muestra, en el Panel A, la ubicación de estudiantes y centros educativos dentro de una isócrona de 15 minutos a pie. Los 
puntos negros representan a los estudiantes y los puntos rojos a las escuelas. En el Panel B se presenta el estado de la infraestructura 
vial según los registros de la Intendencia de Montevideo, donde las líneas verdes indican tramos en buen estado y las líneas rojas co-
rresponden a tramos en mal estado, considerando aceras, calzadas, drenaje y alcantarillado.
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centros educativos puede amplificar o ate-
nuar este impacto. Para ello, se trabaja con 
información geográfica sobre la localización 
de los estudiantes y sus escuelas; registros de 
asistencia diaria (provistos por la Administra-
ción Nacional de Educación Pública); datos 
sobre la calidad de la infraestructura vial de 
la Intendencia de Montevideo (IM) (aceras, 
calles, drenaje y alcantarillado); e información 
de precipitaciones diarias. El objetivo es com-
prender en qué medida las lluvias afectan la 
asistencia a clase y qué rol juega la calidad de 
la infraestructura de transporte en amplificar 
o mitigar ese efecto. 

El diseño del estudio prevé estimar un mode-
lo econométrico de probabilidad de asisten-
cia escolar, que incorpora la exposición diaria 
a lluvias y las características territoriales del 
entorno caminable de cada estudiante, in-
cluyendo un indicador de infraestructura de 
acceso que caracteriza la calidad del trayecto 
potencial entre el hogar y la escuela.

La figura 35 muestra, en el panel A, la distri-
bución espacial de estudiantes y escuelas, 
destacando en puntos oscuros a aquellos es-
tudiantes que residen dentro de una isócrona 
de 15 minutos de caminata de la escuela en 
la que están matriculados. En el panel B, se 
presenta el estado de la infraestructura vial 
según su nivel de pavimentación. 
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Resultados esperados y próximos pasos
Aunque el análisis se encuentra en desarro-
llo, ya es posible anticipar aportes significati-
vos de la iniciativa. La combinación de regis-
tros administrativos con la georreferenciación 
precisa de los centros educativos, informa-
ción diaria de asistencia y datos climatológi-
cos representa un aporte excepcional en el 
contexto de ALC, donde la disponibilidad de 
datos espaciales educativos es aún limitada. 
Este caso de uso es un claro ejemplo de cómo 
contar con información geoespacial educati-
va de calidad abre nuevas posibilidades para 
investigar problemas históricos desde pers-
pectivas metodológicas distintas, incorporan-
do el territorio como dimensión estructural 
del fenómeno educativo.

En términos de planificación urbana y trans-
porte, abordajes de este tipo podrían contri-
buir a identificar zonas de la ciudad donde la 
interacción entre infraestructura vial vulnera-
ble y eventos de lluvias intensas podría estar 
asociada con mayores desafíos de acceso y 
asistencia escolar. Aunque las precipitaciones 
no son controlables desde la política pública, 
sí lo son la calidad y el mantenimiento de la 
infraestructura vial en los entornos escolares. 
Bajo esta perspectiva, el análisis podría apor-
tar evidencia útil para orientar intervenciones 
focalizadas en sectores potencialmente más 
afectados (por ejemplo, mejoras en caminos 
escolares, ajustes en rutas de transporte o 
priorización de obras) y así apoyar una planifi-
cación más resiliente y equitativa.

DEL RÍO A LA ESCUELA: PLANIFICACIÓN GEOESPACIAL DEL TRANSPORTE  
ESCOLAR FLUVIAL EN MANAOS
Por: Cecilia Giambruno (Consultora en Educación, BID) · Marcelo Pérez Alfaro (Especialista Líder 
en Educación, BID) 

Problema educativo
En el municipio de Manaos, garantizar el ac-
ceso a la educación pública implica enfrentar 
desafíos educativos profundamente condi-
cionados por la geografía fluvial, la logística 
territorial y las variaciones climáticas. Una pro-
porción importante del estudiantado reside 
en comunidades ribereñas situadas a lo largo 
de los ríos Amazonas, Negro y sus afluentes, 
donde no existe conectividad terrestre. En 
estos territorios, el acceso a los centros edu-
cativos públicos depende exclusivamente del 
transporte escolar fluvial. En este contexto, la 
embarcación escolar no es un complemento, 
sino un componente estructural de la política 
educativa y de la inclusión territorial.

Este servicio enfrenta múltiples desafíos ope-
rativos y de infraestructura. Las distancias de 
desplazamiento son extensas, los tiempos 
de viaje suelen ser prolongados y los costos 
logísticos son elevados. Las embarcaciones 
disponibles tienen muchos años de uso, con 
mantenimiento limitado y equipamiento in-

suficiente, mientras que los muelles, platafor-
mas y puntos de embarque presentan condi-
ciones precarias. La planificación de rutas se 
realiza principalmente sobre la base del co-
nocimiento local, sin herramientas que per-
mitan caracterizar con precisión la cobertura 
del servicio, la distribución de la demanda, la 
accesibilidad real o los tiempos efectivos de 
viaje. Tampoco se dispone de información 
georreferenciada sistemática sobre las rutas 
fluviales, los puntos de embarque, las escue-
las atendidas, las características de las embar-
caciones o la infraestructura portuaria.

Además, la creciente variabilidad del nivel de 
los ríos, asociada al cambio climático, introdu-
ce nuevas formas de vulnerabilidad. Durante 
la época de sequía, algunas embarcaciones no 
pueden operar por falta de calado y los trayec-
tos se interrumpen, generando suspensiones 
de clases. En épocas de crecida, aumentan los 
riesgos de navegación y se deterioran mue-
lles y plataformas. Estas condiciones afectan 
directamente la continuidad educativa, espe-
cialmente en comunidades más aisladas.
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En el marco de la operación PROEMEM II (el 
programa del BID para la expansión y mejo-
ra de la red educativa municipal de Manaos), 
el transporte escolar fluvial fue identificado 
como una prioridad para mejorar la equidad, 
la eficiencia y la sostenibilidad del servicio. Sin 
embargo, avanzar hacia soluciones requie-
re superar la brecha crítica de información y 
contar con herramientas que permitan plani-
ficar y gestionar el transporte escolar fluvial 
bajo criterios de cobertura, equidad territorial, 
eficiencia operativa y resiliencia climática.

¿Qué aporta el análisis geoespacial?
El análisis geoespacial permite enfrentar una 
de las principales limitaciones de la Secreta-
ría Municipal de Educación de Manaos (SE-
MED): la dificultad para planificar y gestionar 
el transporte escolar fluvial con criterios de 
cobertura, equidad territorial, eficiencia ope-
rativa y resiliencia climática. Esta herramienta 
hace posible caracterizar con precisión la re-
lación entre las escuelas, las comunidades, las 
rutas fluviales, los puntos de embarque, las 
condiciones de navegabilidad y la capacidad 
operativa de las embarcaciones. 

Mediante levantamientos de campo georre-
ferenciados, aplicaciones móviles de rastreo 
GPS y protocolos estandarizados de colec-
ta, se registran los trayectos reales, los tiem-
pos de desplazamiento, la velocidad prome-
dio, las paradas, el consumo de combustible 
y las condiciones del recorrido, junto con las 
características físicas de las embarcaciones, 
las plataformas y los muelles escolares. Esta 
información permite transformar trayectos 
informales en rutas planificables, así como 
modelar escenarios de cobertura y generar 
evidencia para la asignación de embarca-
ciones, el diseño de rutas más eficientes y la 
priorización territorial de inversiones. 

Integrar esta información en capas digitales 
(educativas, demográficas, logísticas, hidroló-
gicas y climáticas) permite no solo mapear la 
cobertura real del servicio de transporte esco-
lar, sino también cuantificar la demanda efec-
tiva por zona, identificar rutas ineficientes y 
modelar las condiciones reales de la navega-
bilidad fluvial. Al incorporar datos históricos y 
proyectados sobre los niveles de los ríos y las 

variaciones hidrológicas, es posible simular 
escenarios de sequía y crecida, lo que permi-
te anticipar interrupciones, estimar el riesgo 
de discontinuidad escolar y analizar cómo el 
cambio climático condiciona la sostenibilidad 
operativa del servicio.

Este enfoque transforma el conocimiento lo-
cal —hoy disperso, artesanal y no sistemati-
zado— en evidencia operacional y educativa 
estructurada, comparable y útil para la toma 
de decisiones.

Resultados esperados y próximos pasos
En este marco, se proyecta que para el año 
2026 se habrán establecido las bases técnicas 
necesarias para fortalecer la planificación, la 
gestión y la equidad territorial del sistema. La 
propuesta se sustenta en un enfoque meto-
dológico que integra levantamiento de cam-
po, georreferenciación, análisis espacial, mo-
delación de rutas y escenarios climáticos, con 
el fin de generar evidencia operativa, educa-
tiva y ambiental para la toma de decisiones. 
Este enfoque se organiza en tres componen-
tes metodológicos principales.

El primero es el levantamiento de campo geo-
rreferenciado, que, como se mencionó ante-
riormente, mediante aplicaciones de rastreo 
GPS y protocolos de colecta, permite registrar 
con precisión las rutas fluviales y terrestres, los 
puntos de embarque, los tiempos de viaje, las 
velocidades, las paradas, el consumo de com-
bustible y las condiciones generales de nave-
gación. Además, se prevé el registro visual y 
técnico del estado de las embarcaciones, de 
las plataformas fluviales y de los muelles es-
colares, con énfasis en aspectos de accesi-
bilidad, seguridad y resiliencia frente a con-
diciones climáticas adversas. En paralelo, se 
integrarán datos educativos como matrícula, 
asistencia, zonas de residencia del alumnado 
y características socioeconómicas.

El segundo componente corresponde al aná-
lisis geoespacial, en el que los datos levanta-
dos serán integrados en capas digitales que 
combinen información escolar, demográfica, 
logística e hidrológica. Para caracterizar la de-
manda educativa y estimar la presión sobre 
el transporte escolar fluvial, se integrarán los 
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Figura 36. Integración de herramientas geoespaciales para mejorar el transporte escolar fluvial en Manaos

Fuente:  Elaborado por la División de Gestión de Tecnología de la Información, Secretaría Municipal de Educación de Manaos.
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datos administrativos nominales proporcio-
nados por la División de Información y Esta-
dística de la SEMED (que incluyen matrícula, 
escuela asignada, dirección del hogar y regis-
tros de asistencia) con los puntos de embar-
que georreferenciados levantados en campo. 

Esta integración permitirá localizar espacial-
mente a los estudiantes transportados, esti-
mar la demanda por ruta y comunidad, y cons-
truir la capa demográfica dentro del Sistema 
de Información Geográfica para su análisis 
conjunto con las rutas fluviales, las escuelas 
atendidas y la infraestructura disponible. Con 
ello será posible mapear la cobertura real del 
transporte escolar fluvial, identificar zonas con 
trayectos excesivamente largos, áreas donde 
la oferta del servicio es insuficiente frente a 
la demanda y comunidades vulnerables cuya 
accesibilidad escolar depende críticamente 
de condiciones de navegabilidad. 

La metodología incorporará información so-
bre niveles históricos y proyectados de los ríos 
Amazonas y Negro, lo que permitirá modelar 
el impacto de eventos de sequía o crecida en 
la continuidad del servicio y estimar el riesgo 
de interrupción educativa.

Finalmente, el tercer componente se orienta a 
generar insumos concretos para la planifica-
ción educativa, a través de mapas temáticos, 
simulaciones de rutas optimizadas, escena-
rios de planificación territorial, propuestas de 
priorización para inversión en infraestructu-
ra fluvial y recomendaciones sobre reorgani-
zación de rutas y redistribución de embarca-
ciones. Se prevé desarrollar una herramienta 
a modo de dashboard geoespacial para la 
SEMED, que permita visualizar rutas, tiempos 
de trayecto, zonas críticas, oportunidades de 
mejora y riesgos climáticos, fortaleciendo así 
los sistemas de información educativa del mu-
nicipio (ver figura 36).

En conjunto, estos productos constituirán una 
nueva base técnica para la planificación terri-
torial del transporte escolar fluvial, permitien-
do optimizar los recursos disponibles, reducir 
tiempos y costos operativos y garantizar tra-
yectorias escolares más seguras, continuas y 
equitativas para las comunidades ribereñas 
de Manaos. Además, sentarán un precedente 
para el uso de herramientas geoespaciales en 
políticas educativas en contextos fluviales de 
la Amazonía y otros territorios remotos de ALC.
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CÓMO PLANIFICAR LA CONECTIVIDAD EDUCATIVA: UN ENFOQUE  
GEOESPACIAL PARA EL DIAGNÓSTICO Y LA DECISIÓN
Por: Enrique Iglesias (Especialista en Telecomunicaciones, BID) · Pau Puig Gabarró (Especialis-
ta Sénior en Telecomunicaciones, BID) · Gabriela Gambi (Especialista en Educación, BID) · Carla 
Gamberini (Consultora en Educación, BID)

El problema educativo
La conectividad se ha convertido en un habi-
litador estructural para garantizar el derecho 
a una educación de calidad, promover apren-
dizajes, favorecer la inclusión y desarrollar 
competencias del siglo XXI. No se trata solo 
de contar con acceso a internet, sino de la ca-
pacidad real de los sistemas educativos para 
integrar tecnología en los procesos pedagó-
gicos, de gestión y de inclusión. 

El GEM Report de UNESCO (2024) advierte 
que cerca del 44 % de las escuelas primarias 
y el 66 % de las secundarias en ALC cuentan 
con algún nivel de acceso a internet. Sin em-
bargo, estas cifras ocultan desigualdades sig-
nificativas, ya que no reflejan aspectos cru-
ciales como la capacidad, la estabilidad, la 
velocidad, ni la cobertura interna. En muchos 
establecimientos, la conexión está restringida 
a oficinas administrativas, no llega a las aulas, 
no soporta plataformas educativas, videocon-
ferencias ni sistemas de gestión escolar, y es 
insuficiente para habilitar experiencias peda-
gógicas innovadoras. Esta brecha es especial-
mente crítica en escuelas rurales y en aquellas 
que atienden a población en situación de vul-
nerabilidad, donde la infraestructura tecnoló-
gica es más limitada (Arias Ortiz et al., 2024).

El acceso a conectividad significativa se ha 
consolidado como un derecho humano fun-
damental y una condición habilitante para 
acelerar el desarrollo socioeconómico soste-
nible en América Latina y el Caribe. En el ám-
bito educativo, la conectividad no solo amplía 
oportunidades de aprendizaje, sino que per-
mite mejorar la calidad, la equidad y la resi-
liencia de los sistemas educativos, habilitando 
el acceso a contenidos, plataformas, servicios 
y redes que son esenciales para el desarrollo 
de competencias del siglo XXI.

En este contexto, las escuelas ocupan un rol 
estratégico. Por su alta capilaridad territorial, 
constituyen uno de los equipamientos pú-
blicos más ampliamente distribuidos en el 
territorio, lo que las posiciona como puntos 
clave para amplificar intervenciones que be-
nefician no solo a estudiantes y docentes, sino 
también a las comunidades que las rodean. 
Conectar escuelas implica, por tanto, garanti-
zar derechos educativos y digitales, al mismo 
tiempo que crear nodos de acceso a otros sis-
temas sociales —como salud, protección so-
cial, formación para el trabajo y servicios pú-
blicos digitales— que impulsan el desarrollo 
local y territorial.

Sin embargo, lograr conectividad educativa 
significativa a escala nacional no es una tarea 
simple. Requiere coordinar múltiples bases 
de datos, actores institucionales y privados, 
así como marcos técnicos y lógicas de priori-
zación que tradicionalmente han operado de 
manera fragmentada entre los sectores de 
educación y telecomunicaciones. La ausencia 
de información integrada, verificable y territo-
rialmente precisa ha sido históricamente una 
de las principales barreras para una planifica-
ción eficiente, equitativa y costo-efectiva.

Para planificar políticas públicas eficientes y 
equitativas, es indispensable comprender con 
precisión la realidad tecnológica, geográfica, 
financiera y social de cada centro educativo. 
Esto implica conocer su infraestructura exis-
tente, la oferta tecnológica disponible en el 
territorio, su ubicación respecto a la red tron-
cal, los costos de despliegue considerando la 
orografía, la hidrografía y la accesibilidad, así 
como las características de población y matrí-
cula. Sin este diagnóstico, existe un alto riesgo 
de tomar decisiones equivocadas, priorizar zo-
nas menos críticas, generar ineficiencias, pro-
fundizar desigualdades y aumentar costos.
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¿Qué aporta el análisis geoespacial?
Para responder a este desafío, el BID (a través 
de un trabajo conjunto y coordinado entre la 
División de Conectividad, Mercados y Finanzas, 
y la División de Educación), con el apoyo técni-
co de Deloitte, desarrolló una metodología de 
análisis geoespacial para la evaluación de bre-
chas y la planeación de despliegue de infraes-
tructura de conectividad digital escolar. Este 
enfoque permite visualizar, clasificar y proyec-
tar soluciones de conectividad educativa basa-
das en evidencia territorial y técnica, mediante 
la integración de capas georreferenciadas que 
combinan la ubicación precisa de los centros 
educativos con la infraestructura de conectivi-
dad a internet disponible en el territorio.

El modelo incorpora capas geoespaciales con 
información sobre escuelas, población, redes 
de fibra óptica, infraestructura de telecomu-
nicaciones, hidrografía, orografía e infraes-
tructura civil. Cuando la información institu-
cional está disponible, también se incorporan 
atributos sobre la infraestructura de conecti-
vidad existente en cada centro. De lo contra-
rio,  el modelo realiza estimaciones basadas 
en la oferta de conectividad del territorio y en 
variables contextuales.

Una vez integradas las capas de datos edu-
cativos y de telecomunicaciones en la herra-
mienta, el siguiente paso de la metodología 
consiste en organizar este conjunto de varia-
bles de manera que apoye la toma de deci-
siones desde perspectivas complementarias. 
Una dimensión clave del análisis es la distancia 
entre cada escuela y la infraestructura troncal 
de fibra óptica. Esta distancia se clasifica en 
distintos rangos, tales como menos de 3 km, 
entre 3 y 5 km, entre 5 y 20 km, entre 20 y 30 
km y más de 30 km. Cada uno de estos ran-
gos representa diferentes niveles de viabilidad 
técnica y esfuerzo económico. Así, el total de 
escuelas no conectadas del país se distribuye 
en los cinco grupos mencionados previamen-
te, según su distancia a la red troncal. Esto 
permite clasificar los establecimientos desde 
los más sencillos de conectar (aquellos ubica-
dos a menos de 5 km de la red troncal, donde 
basta que un proveedor extienda un nodo de 
fibra hasta la escuela) hasta los más comple-

jos (los que requieren un nuevo despliegue 
de fibra de transporte y acceso, o soluciones 
alternativas como radioenlace o satélites de 
órbita baja).  A partir del cruce de múltiples 
variables, se asigna a cada grupo una estima-
ción de inversión anual, que a su vez puede 
desagregarse por nivel administrativo.

Este enfoque permite no solo identificar las 
brechas de conectividad, sino también estimar 
el nivel de esfuerzo técnico y financiero reque-
rido para cerrarlas, clasificando las soluciones 
según su viabilidad técnica, su costo aproxima-
do y el tipo de tecnología aplicable (por ejem-
plo, fibra óptica o soluciones satelitales).

Resultados esperados y próximos pasos
La herramienta desarrollada permite apoyar a 
las autoridades competentes de los gobiernos 
de ALC en la toma de decisiones para el des-
pliegue de infraestructura de conectividad 
digital para el sistema educativo de manera 
informada y basada algoritmos de optimiza-
ción actualizados periódicamente , poniendo 
a disposición de los sectores de educación y 
telecomunicaciones información simétrica, 
clara y relevante para su ámbito de actuación.

Los resultados que genera la herramienta son 
personalizables según los escenarios que re-
quiera la autoridad tomadora de decisiones 
(por ejemplo, considerar solamente escuelas 
rurales, priorizar escuelas de educación supe-
rior o maximizar la cantidad de centros o estu-
diantes a conectar con un techo presupuestal 
preestablecido). De esta manera, nutre el diá-
logo técnico con estimaciones de costo e im-
pacto de distintas opciones a considerar para 
la toma de decisiones ejecutivas orientadas a 
maximizar la eficiencia y la efectividad de las 
políticas públicas de conectividad digital edu-
cativa en la región. Esta metodología —que 
sobrepone de forma estructurada los datos 
de infraestructura digital a los datos educati-
vos— facilita además una coordinación más 
eficiente con actores privados y subnaciona-
les, al permitir comprender con mayor claridad 
las implicaciones técnicas y presupuestarias 
asociadas a los distintos grupos de escuelas. 
De este modo, promueve la planificación y 
ejecución de intervenciones más costo-efec-
tivas y sostenibles en el tiempo.
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El enfoque geoespacial permite pasar de un 
diagnóstico descriptivo a una planificación 
técnica, financiera y territorialmente infor-
mada de la conectividad educativa. A partir 
del cruce entre la ubicación de las escuelas, 
la infraestructura de telecomunicaciones dis-
ponible y las características geográficas del 
territorio, la herramienta genera y optimiza 
escenarios de conectividad digital con el ob-
jetivo de que sean técnicamente viables y fi-
nancieramente sostenibles.

Permite clasificar a las escuelas según la via-
bilidad de conexión por tipo de tecnología, 
identificando cuáles pueden conectarse me-
diante fibra óptica en el tramo de acceso, cuá-
les requerirían el despliegue de infraestructu-
ra troncal de fibra óptica y cuáles solo podrían 
ser conectadas a través de soluciones inalám-
bricas o satelitales, debido a su ubicación geo-
gráfica o a las condiciones del entorno. 

Además, el modelo permite estimar los costos 
asociados a cada solución tecnológica, incor-
porando variables como la distancia a la red 
troncal, la densidad poblacional, la existen-
cia de infraestructura previa, las condiciones 
topográficas y los obstáculos naturales. Esto 

posibilita calcular tanto la inversión inicial (CA-
PEX, por sus siglas en inglés, que refiere a los 
gastos de capital) como los costos recurrentes 
de operación y mantenimiento (OPEX, gastos 
operativos), y generar escenarios compara-
bles entre tecnologías y contextos. 

Esta clasificación permite además evaluar la 
secuencia óptima de despliegue, priorizando 
grupos de escuelas según criterios de eficien-
cia, equidad territorial e impacto educativo. 
Este abordaje no solo optimiza la planifica-
ción técnica y financiera de la conectividad 
educativa significativa, sino que también in-
corpora explícitamente una perspectiva de 
equidad, al identificar con precisión las es-
cuelas y comunidades que enfrentan mayo-
res barreras de acceso. Al estimar el esfuerzo 
técnico y financiero requerido para priorizar 
las zonas más alejadas, rurales o con mayo-
res niveles de vulnerabilidad socioeconómica, 
la herramienta permite focalizar inversiones 
donde pueden generar un mayor impacto 
en términos de acceso y calidad del servicio 
educativo. De este modo, la combinación de 
datos educativos y de infraestructura digital 
se consolida como un instrumento estratégi-

Figura 37: Escenario de nuevo despliegue para lograr la conectividad universal de centros educativos públicos en 
Perú

Fuente: Deloitte para BID (2025).

Nota: La figura presenta un escenario de diseño de red orientado a alcanzar el 100% de conectividad de los centros educativos en Perú. 
El análisis combina soluciones de conectividad fija y satelital para extender la cobertura a todas las escuelas del país, priorizando el 
uso de infraestructura terrestre cuando es viable y complementándola con tecnología satelital en zonas remotas o de difícil acceso. 
El mapa distingue la red troncal existente (en rojo), el nuevo despliegue troncal (en celeste), los nuevos accesos hacia las escuelas (en 
rosado) y las cuadrículas satelitales, que representan las áreas donde la conexión se resolvería mediante solución satelital.
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co para reducir brechas históricas y evitar que 
las poblaciones más desfavorecidas queden 
rezagadas en la transición hacia una educa-
ción más conectada, inclusiva y resiliente.

En línea con esta lógica de priorización, la he-
rramienta permite proyectar el alcance poten-
cial de cada escenario, estimando el número 
de escuelas y estudiantes beneficiados, y cal-
culando la huella estimada de infraestructura 
y la cobertura territorial resultante. Esto ofre-

EL ESTADO DE LA EDUCACIÓN 2026 

ce insumos fundamentales para diseñar po-
líticas de conectividad educativa basadas en 
criterios de impacto, sostenibilidad, cobertura 
poblacional y reducción de brechas.

De esta manera, la herramienta permite avan-
zar desde el acceso nominal a internet hacia 
la construcción de conectividad educativa 
significativa, orientada al aprendizaje, la equi-
dad territorial y la transformación digital de 
los sistemas educativos.
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CONCLUSIÓN
Los datos presentados a lo largo de esta pu-
blicación muestran con claridad que los ma-
yores desafíos educativos de América Latina 
y el Caribe no se ubican solamente en alcan-
zar la cobertura, sino en garantizar trayectorias 
completas y equitativas de aprendizaje. Si bien 
la región ha logrado avances significativos en 
acceso, especialmente en primaria, las brechas 
se profundizan al avanzar hacia la secundaria 
y la educación superior, donde la sobreedad, 
el abandono y los bajos resultados de aprendi-
zaje se concentran de manera sistemática en 
territorios rurales y contextos históricamente 
marginados. Estas desigualdades territoriales 
no son solo una expresión de distancia, infraes-
tructura insuficiente o menor oferta educativa; 
reflejan condiciones estructurales que limitan 
el derecho a aprender y que se acumulan a lo 
largo de toda la trayectoria educativa.

Frente a este panorama, la integración de da-
tos y herramientas geoespaciales ofrece un 
camino concreto para transformar la forma de 
planificar y gestionar los sistemas educativos. 
Su valor radica en la posibilidad de observar 
fenómenos educativos con una granularidad 
territorial que supera ampliamente las estadís-
ticas convencionales, permitiendo identificar 
vacíos de cobertura, restricciones de accesibi-
lidad, exposiciones diferenciales a riesgos am-
bientales, patrones de segregación y presiones 
demográficas que permanecen invisibles en 
enfoques agregados. 

Sin embargo, para aprovechar plenamente 
este potencial, la región enfrenta dos desafíos 
estratégicos. El primero es fortalecer las capa-
cidades institucionales para producir, integrar 
y utilizar datos georreferenciados dentro de 
los sistemas nacionales de información edu-
cativa, asegurando su calidad, trazabilidad y 
actualización continua. Para esto, consolidar 
los Sistemas de Información y Gestión Edu-
cativa (SIGED) como custodios de datos geo-

rreferenciados confiables y actualizados, es un 
elemento central. La experiencia muestra que 
depender de censos aislados o levantamientos 
ad hoc no permite sostener análisis territoriales 
de calidad: se requieren datos “vivos”, integra-
dos a procesos administrativos regulares, que 
reflejen en tiempo oportuno la realidad de los 
edificios escolares y sus atributos clave. Esto 
implica establecer procedimientos de georre-
ferenciación estandarizados, mejorar la traza-
bilidad de los registros, incorporar metadatos 
adecuados y garantizar actualizaciones conti-
nuas sobre matrícula, infraestructura y equipa-
miento. También exige fortalecer capacidades 
SIG dentro de los ministerios y secretarias de 
educación, con equipos capaces de manejar 
bases espaciales, ejecutar análisis técnicos y 
asegurar la interoperabilidad entre fuentes.

El segundo es avanzar hacia enfoques inter-
disciplinarios que vinculen la educación con 
agendas clave como pobreza, infraestructura, 
movilidad, cambio climático y brecha digital. 
Reconocer que el territorio no es solo el lugar 
donde ocurre la educación, sino un factor que 
la condiciona, implica repensar cómo se pla-
nifica, cómo se distribuyen los servicios y qué 
soluciones pueden adaptarse a las realidades 
específicas de cada comunidad.

Cerrar las brechas territoriales en educación 
no es únicamente un imperativo de equidad; 
es una condición indispensable para construir 
sistemas más resilientes, inclusivos y capaces 
de transformar los destinos educativos de las 
nuevas generaciones. La incorporación del 
análisis geoespacial no es solo una innovación 
técnica, sino una oportunidad estratégica para 
avanzar hacia políticas educativas que sean 
verdaderamente contextualizadas, relevantes 
y basadas en evidencia.
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